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RESUMEN 

La presente investigación analiza la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y 

Diálogo de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) en la gestión del conflicto social 

vinculado al proyecto minero Tía María, desarrollado en la provincia de Islay, Arequipa, 

durante el año 2024. Este conflicto, que ha perdurado por más de una década, refleja las 

tensiones estructurales entre el modelo de crecimiento económico basado en la extracción de 

recursos naturales y las demandas de las comunidades locales por justicia ambiental, 

participación ciudadana y respeto a sus derechos fundamentales. La Secretaría, en su calidad 

de entidad mediadora del Ejecutivo, tiene como misión principal intervenir preventivamente 

en conflictos sociales mediante el diálogo y la concertación; sin embargo, su actuación en 

este caso ha sido objeto de crítica tanto por líderes comunales como por especialistas, quienes 

cuestionan la imparcialidad, oportunidad y efectividad de sus intervenciones. 

Se empleó una metodología de enfoque mixto, recurriendo a la observación 

estructurada, entrevistas semiestructuradas y revisión documental. Los resultados sugieren 

que, pese a la formalización de mesas de diálogo y ciertos esfuerzos de interlocución, la 

respuesta institucional fue percibida como reactiva, limitada en transparencia, y carente de 

herramientas eficaces de gestión participativa. Además, el estudio constata una profunda 

desconexión entre el discurso estatal de inclusión y los mecanismos reales de participación 

en la toma de decisiones, lo que generó una mayor deslegitimación de la acción pública en 

la zona. Esta situación evidencia una crisis de representación y confianza en el Estado, 

agudizada por factores históricos de exclusión y por el uso de estrategias de criminalización 

hacia actores sociales. 

La investigación concluye que la Secretaría de Gestión Social y Diálogo no logró 

contener ni transformar el conflicto de forma sostenible, revelando la necesidad urgente de 

replantear el enfoque de gestión estatal hacia los conflictos socioambientales. Se plantea 

como imprescindible la adopción de políticas públicas orientadas a la justicia territorial, la 

equidad ambiental y el fortalecimiento de la gobernanza democrática. 

Palabras clave: conflicto socioambiental, diálogo institucional, gestión estatal. 



ABSTRACT 

This research analyses the effectiveness of the Secretariat of Social Management and 

Dialogue of the Presidency of the Council of Ministers (PCM) in managing the social conflict 

linked to the Tía María mining project, developed in the province of Islay, Arequipa, during 

the year 2024. This conflict, which has lasted for more than a decade, reflects the structural 

tensions between the economic growth model based on the extraction of natural resources 

and the demands of local communities for environmental justice, citizen participation and 

respect for their fundamental rights. As a mediating entity of the executive branch, the 

Secretariat's main mission is to intervene preventively in social conflicts through dialogue and 

consensus-building; however, its actions in this case have been criticised by community 

leaders and specialists alike, who question the impartiality, timeliness and effectiveness of 

its interventions. 

A mixed approach methodology was employed, using structured observation, semi- 

structured interviews and document review. The results suggest that, despite the 

formalisation of dialogue roundtables and some efforts at dialogue, the institutional response 

was perceived as reactive, limited in transparency, and lacking in effective participatory 

management tools. Furthermore, the study notes a profound disconnection between the state's 

discourse of inclusion and the real mechanisms for participation in decision-making, which 

led to a greater delegitimisation of public action in the area. This situation is evidence of a 

crisis of representation and trust in the state, exacerbated by historical factors of exclusion 

and the use of criminalisation strategies against social actors. 

The research concludes that the Secretariat for Social Management and Dialogue 

failed to contain and transform the conflict in a sustainable way, revealing the urgent need 

to rethink the state's approach to socio-environmental conflicts. The adoption of public 

policies oriented towards territorial justice, environmental equity and the strengthening of 

democratic governance is considered essential. 

Keywords: socio-environmental conflict, institutional dialogue, state management. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El Perú, como muchos países de América Latina, se ha caracterizado en las últimas 

décadas por un crecimiento económico sostenido basado en gran medida en la explotación 

de recursos naturales, particularmente los de carácter minero. Este modelo de desarrollo, si 

bien ha generado importantes ingresos para el país y ha contribuido a la estabilidad 

macroeconómica, también ha traído consigo una profunda conflictividad social, 

principalmente en aquellas regiones donde la actividad extractiva se superpone con 

territorios agrícolas, ecosistemas frágiles o comunidades campesinas que dependen 

directamente de los recursos naturales para su subsistencia. 

 

En este contexto, el proyecto minero Tía María, ubicado en el Valle de Tambo, 

provincia de Islay, región Arequipa, constituye uno de los casos más emblemáticos de 

conflicto socioambiental en el Perú contemporáneo. Desde su anuncio por parte de la 

empresa Southern Copper Corporation, filial del Grupo México, el proyecto ha despertado 

un amplio rechazo en la población local, cuya economía está estrechamente vinculada a la 

agricultura y al uso sostenible del agua. La percepción de que la minería podría poner en 

riesgo la disponibilidad hídrica, contaminar los suelos y alterar el equilibrio ecológico de la 

zona ha motivado una resistencia constante, manifestada a través de marchas, paralizaciones 

y enfrentamientos con las fuerzas del orden. A lo largo de más de una década, el conflicto 

no solo ha causado pérdidas económicas para la región y el país, sino también un profundo 

deterioro en la relación entre el Estado, las comunidades y la empresa, revelando las 

debilidades de los mecanismos institucionales para gestionar este tipo de problemáticas. 

 

En este escenario, la Secretaría de Gestión Social y Diálogo (SGSD) de la Presidencia 

del Consejo de Ministros tiene un rol fundamental. Creada con el propósito de promover la 

concertación y prevenir la escalada de conflictos sociales, su misión es actuar como 

mediadora entre las partes enfrentadas, proponiendo soluciones, construyendo confianza y 

mitigando las tensiones que ponen en riesgo la gobernabilidad democrática. En teoría, esta 

entidad debería constituirse en un espacio de legitimidad que canalice las demandas de la 

población y articule respuestas oportunas y eficaces. Sin embargo, el caso Tía María ha 

puesto en evidencia los límites de su actuación, pues pese a los múltiples esfuerzos 

desplegados, el conflicto persiste y continúa siendo una fuente de división social y de tensión 

política a nivel nacional. 
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El conflicto de Tía María es particularmente significativo porque sintetiza muchas de 

las características recurrentes de los conflictos sociales en el Perú. En primer lugar, muestra 

la tensión entre la minería y la agricultura como actividades económicas en disputa. Mientras 

el Estado promueve el desarrollo de proyectos extractivos por su potencial para atraer 

inversión y generar ingresos fiscales, las comunidades locales perciben estos proyectos como 

amenazas a su seguridad alimentaria y a la sostenibilidad de su modo de vida. En segundo 

lugar, el conflicto revela la debilidad de los mecanismos institucionales para garantizar un 

proceso de diálogo inclusivo y transparente. Aunque se han instalado múltiples mesas de 

diálogo, la población percibe que los acuerdos alcanzados no se cumplen o que no responden 

a las preocupaciones centrales, lo que genera una pérdida de confianza en el Estado. En tercer 

lugar, el caso evidencia la persistencia de la violencia como un componente recurrente de la 

conflictividad, con protestas que en varios momentos derivaron en enfrentamientos 

violentos, dejando muertos, heridos y un clima de miedo y polarización social. 

 

Los resultados de investigaciones previas sobre Tía María coinciden en señalar que 

la desconfianza histórica hacia el Estado y las empresas mineras ha sido un factor decisivo 

en la prolongación del conflicto. Las comunidades campesinas sienten que sus voces no son 

escuchadas, que sus preocupaciones ambientales son minimizadas y que los beneficios 

prometidos por la minería no se distribuyen de manera justa. Frente a ello, la SGSD ha 

intentado establecer canales de diálogo y concertación, pero sus acciones han sido percibidas 

como tardías, insuficientes o poco eficaces. El tiempo de respuesta, la falta de claridad en 

los protocolos, la debilidad en el seguimiento de compromisos y la escasa inclusión de los 

actores locales en la toma de decisiones son algunos de los aspectos que limitan la eficacia 

de su gestión. 

 

Así, la introducción establece el marco general de la investigación, presentando la 

problemática, los antecedentes y la relevancia del estudio. La eficacia de la SGSD en el 

conflicto de Tía María no es solo un tema de interés local, sino una cuestión que trasciende 

al debate nacional sobre la relación entre el Estado, las comunidades y las empresas 

extractivas. Comprender sus alcances y limitaciones resulta fundamental para proponer 

mejoras en la institucionalidad del diálogo y avanzar hacia un modelo de gestión de 

conflictos que no se limite a reaccionar frente a las crisis, sino que sea capaz de prevenirlas 

y transformarlas en oportunidades de desarrollo inclusivo y sostenible. 
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Se divide en los siguientes capítulos: Capítulo I: Planteamiento del problema. Expone 

el contexto del conflicto, el problema de investigación en sus dimensiones general y 

específicas, la justificación, los objetivos, las variables y la hipótesis de estudio. Capítulo II: 

Marco teórico. Presenta antecedentes nacionales e internacionales, desarrolla las bases 

teóricas sobre conflictos sociales y diálogo político, analiza teorías relevantes, principios y 

dimensiones, e incluye el marco conceptual. Capítulo III: Metodología de la investigación. 

Describe el enfoque, tipo y diseño metodológico; las técnicas e instrumentos de recolección 

de datos; la población y muestra; los procedimientos de análisis; y las consideraciones éticas. 

Capítulo IV: Análisis de resultados. Expone los hallazgos obtenidos, organizados en tablas 

y gráficos de frecuencias y porcentajes, con sus respectivas interpretaciones según 

dimensiones y variables. Capítulo V: Discusión. Contrasta los resultados con la teoría y los 

antecedentes revisados, analizando cada dimensión y reflexionando sobre la 

institucionalidad del diálogo, las limitaciones estatales y la eficacia de la mediación pública. 

Capítulo VI: Conclusiones y recomendaciones. Presenta las principales conclusiones 

alcanzadas en relación con los objetivos y formula recomendaciones orientadas a fortalecer 

la actuación de la SGSD y la gestión de conflictos socioambientales en el país. 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1. El problema 

 

La presente investigación plantea describir la efectividad de las funciones de la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la Presidencia del Consejo de Ministros, según 

lo señalado en el artículo 104 del Texto Integrado del Reglamento de Organización y 

Funciones (ROF), determinando si su rol ha sido eficaz en el caso de Tía María, tomando 

en cuenta los intereses y necesidades de las partes involucradas. 

Honorio Pinto en su artículo “Proyecto Tía María: Razones de la protesta”, que 

fue publicado en el año 2016, establece como principal objetivo que las protestas 

generadas por la población de la zona son totalmente justificadas. 

Por lo que el autor señala que los principales motivos de la protesta suscitados en 

la provincia de Islay; fueron las deficiencias en la primera y segunda Evaluación de 

Impacto Ambiental (EIA), el problema de contaminación por efecto de los vientos y el 

desabastecimiento del recurso hídrico que pone en riesgo el cultivo de la población. 

Por lo tanto, el rol que desempeña la Secretaría de Gestión Social y Diálogo es 

fundamental, promoviendo el diálogo asertivo entre las partes y que los conflictos 

sociales sean mitigados. 

1.2. Formulación del problema 

1.2.1. Problema general 

 

¿Cuál fue la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo en el conflicto 

de Tía María? 

1.3. Justificación 

La investigación acerca de la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

en el proyecto minero de Tía María nos permitirá comprender los factores que 

contribuyen al éxito o fracaso del mismo, se evaluará la utilidad de los mecanismos que 

implementa la entidad en el proyecto minero, esto nos va a permitir determinar la 

efectividad que tuvo al ser implementado por la secretaría y cuál fue su nivel de 
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importancia. Por lo tanto, esta investigación busca evaluar la actuación por parte de la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo en el conflicto minero Tía María. 

La pertinencia de investigar la eficacia de la actuación de la Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo en el caso minero de Tía María radica en la necesidad de evaluar y 

entender cómo las políticas y acciones gubernamentales pueden impactar en la resolución 

de disputas entre empresas mineras y sociedad. La investigación se puede volver aún más 

pertinente debido a la alta frecuencia de los conflictos socioambientales en el país, en 

este sentido se pretende explicar el nivel de esta entidad gubernamental y cuáles fueron 

sus acciones para apaciguar el conflicto. 

La investigación es bastante coyuntural, ya que se necesita determinar la eficacia 

y el rol que ha desempeñado la entidad para apaciguar el conflicto, este se da por 

diferentes factores , entre estos y el más importante el factor medio ambiental, este factor 

vendría a hacer el de más relevancia entre las dos partes que son las empresa minera y la 

sociedad como tal, por ende la investigación se vuelve esencial para poder establecer 

cuáles fueron los mecanismos implementados por el ente mediador que vendría a hacer 

la Secretaría de Gestión Social y Diálogo. 

Como se mencionó con anterioridad, se tiene como objetivo determinar que tan 

efectivo fue la Secretaría de Gestión Social y Diálogo en el proyecto minero de Tía 

María, por lo que será necesario dar un enfoque a la relevancia socio-política que 

sobrelleva esta problemática, ya que en este caso refleja tensiones entre el desarrollo 

económico, los derechos de las comunidades locales y la protección del medio ambiente, 

lo que convierte en un microcosmos de los desafíos socio políticos que enfrenta el país. 

El estudio contribuirá a la consolidación de marcos conceptuales relacionados 

con la gestión de conflictos socioambientales y el rol del Estado como mediador entre 

empresas extractivas y comunidades locales. Además, permitirá profundizar en el 

análisis de la eficacia de políticas públicas en contextos de alta conflictividad social, 

fortaleciendo la literatura existente sobre gobernanza, gestión social y diálogo en el 

ámbito minero. 

En el plano práctico, la investigación generará insumos que orienten la toma de 

decisiones de entidades gubernamentales encargadas de mediar en conflictos 

socioambientales. Sus hallazgos podrán servir como base para diseñar estrategias más 

efectivas de intervención, fomentar la confianza entre actores sociales y empresariales, 

y prevenir la escalada de disputas en futuros proyectos extractivos. 
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Metodológicamente, la investigación se propone aplicar un enfoque analítico que 

combine la revisión documental con la evaluación de mecanismos implementados por la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo, lo cual permitirá generar un modelo de análisis 

replicable en otros conflictos socioambientales. Esto aportará una ruta metodológica útil 

para estudios similares en el país y en contextos internacionales con características 

comparables. 

1.4. Objetivos 

1.4.1. Objetivo General: 

 

Determinar la eficacia de la Secretaría de Gestión y Diálogo en el conflicto minero 

de Tía María. 

1.4.2. Objetivos Específicos: 

 

● Evaluar la actuación por parte de la secretaría de Gestión Social y diálogo en 

el conflicto minero Tía María. 

● Explicar el nivel de eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo en el 

conflicto social y minero. 

● Identificar los mecanismos implementados por parte de la Secretaría de 

Gestión Social y Diálogo en el conflicto minero de tía María. 
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1.5. Variables 

Operacionalización de variables 

 

Tipo de 

variable 
Variable Indicadores Sub indicadores 

 

 

 

 

 

 

Independiente 

 

 

 

 

 

Conflictos 

sociales 

● Nivel 

violencia 

conflictividad 

de 

y 

● Gravedad de las lesiones 

● Tipología 

● Presencia de armas 

● Número de 
protestas y 

manifestaciones 

● Distribución temporal 

● Protestas registradas 

● Impacto psicosocial 

 

● Impacto 

económico 

social 

 

 

y 

● Pérdida de ingresos 

agrícolas 

● Desempleo 

● Actividad comercial 

● Impacto en el turismo 

● Deterioro del bienestar 

social y calidad de vida 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dependiente 

 

 

 

Actuación 

 

● Respuesta 

institucional de la 

secretaría de 

gestión social y 

diálogo 

● Tiempo medio de 

respuesta 
● Flexibilidad y 

adaptabilidad 

● Herramientas de 

resolución alternativa 

● Existencia de protocolos 

claros y transparentes 

de la 

secretaría 

de gestión 

● Cumplimiento de 

acuerdos y 

compromisos 

● Mesas de diálogo 

● Monitoreo de 
compromisos 

● Grado de satisfacción 

● Evaluación de los 

impactos 

social y 

diálogo de 

la 

presidencia 

del consejo   ● Capacitación en 

resolución de conflictos 

● Fortalecimiento de 

liderazgos comunitarios 

● Educación en derechos 

humanos y ciudadanía 

● Creación de espacios de 

diálogo 

de ● Desarrollo 

Capacidades 

Estrategias 

Prevención 

de 

y 

de 
ministros 
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1.6. Hipótesis de investigación 

 

Dado que una de las facultades de la SGSD es proponer soluciones a las controversias 

y mitigar el conflicto social, es probable que los esfuerzos realizados para promover el 

diálogo entre las partes involucradas no fueron suficientes para resolver las profundas 

diferencias existentes y evitar la agudización del conflicto. 

Dado que el conflicto entre la población del Valle de Tambo y la empresa Southern 

Copper Corporation sigue persistiendo podemos asumir que su rol no está cubriendo de 

manera eficiente al no contemplar con la participación y la atención de las necesidades 

campesinas afectadas por la ejecución del proyecto minero. 

Es probable que la SGSD haya tenido una mayor comprensión de las preocupaciones 

locales, como el impacto ambiental del proyecto y la distribución de sus beneficios si 

hubiera iniciado un diálogo más oportuno y temprano con las comunidades afectadas y 

así lograr que el conflicto social no escale a mayor perjuicio de los pobladores del valle. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes 

 

Artículos Científicos: 

 

Según Wieviorka (2013), “Conflicto social. Sociología actual”, señala la importancia 

de considerar el conflicto como una relación en las ciencias sociales, en contraposición a 

visiones que lo reducen a una lucha social o lo ignoran por completo. Se destaca que el 

conflicto social puede ser diferenciado de la guerra y la ruptura, y la sociología ofrece 

distintas formas de hacerlo. Se sugiere que, históricamente, la naturaleza del conflicto social 

ha evolucionado de un enfoque más estructural a uno más cultural. Se enfatiza que el 

concepto de conflicto debe distinguirse claramente del de crisis, aunque ambos puedan 

coexistir en la realidad social. 

De acuerdo con la consulta de información científica, dimos con el autor Dunlap 

(2019), que en su artículo titulado “Agro sí, mina ¡NO!' La mina de cobre Tía María, 

terrorismo de Estado y guerra social por todos los medios en el Valle del Tambo, Perú”, se 

examina el prolongado conflicto en torno a la mina de cobre Tía María en Perú, centrándose 

en las respuestas de Southern Copper Perú y el gobierno peruano ante la resistencia local. 

Destaca las acciones de los residentes, como consultas populares y manifestaciones, y la 

violenta represión que han enfrentado. Utiliza el marco de la ecología política de la 

contrainsurgencia para analizar las estrategias utilizadas para controlar los recursos humanos 

y naturales en conflictos de extracción de recursos. Se ofrece una cronología del conflicto y 

se analizan las técnicas de contrainsurgencia empleadas por el Estado y la empresa. Concluye 

que el Estado y la política se utilizan para pacificar la resistencia social y facilitar la 

explotación ecológica, al margen de las preocupaciones ambientales y climáticas. 

Tesis Internacionales: 

 

En las investigaciones realizadas a nivel internacional se encuentra al autor Cotrina 

(2019) con su trabajo titulado “Factores sociales, ambientales y gubernamentales en el 

proyecto minero de Tía María” en donde este concluye que la empresa minera Southern en 

el marco de mejorar su relación con la comunidades de la zona de influencia de Tía María 



10  

ha venido trabajando en programas sociales con la población los cuales están permitiendo 

cambiar positivamente la percepción sobre la ventaja de desarrollar el proyecto minero. 

En comparación con la investigación actual ambos coinciden en que se debería de 

apaciguar el conflicto mediante organismos del estado, en este caso la Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo, por otro lado, se diferencian en que la investigación previa no hace énfasis 

a la contaminación ambiental que generaría la mina, esta se enfoca en las relaciones que del 

estado con la empresa minera, en donde impulsa más al estado peruano en hacer realidad el 

proyecto de Tía María. 

En las investigaciones realizadas a nivel internacional se encuentra el autor Solis 

(2021), con su trabajo titulado “El caso Tía María en el sur del Perú” en donde este concluye 

que Southern comprendió la necesidad de introducir cambios en su diseño de ingeniería y de 

mejorar la comunicación y relacionamiento con la población. Para ello modificó el EIA 

incluyendo el uso de agua de mar desalinizada en un ciclo cerrado, además, anunció un fondo 

de 100 millones de soles para infraestructura en Cocachacra. 

En comparación con la investigación actual ambos coinciden en un proceso de 

Diálogo o de consenso entre ambas partes, en donde la comunicación es de suma 

importancia, sin embargo, se diferencian en que la investigación previa es más cerrada y se 

basa más en estrategias comunicativas para apaciguar el conflicto, en donde no necesita de 

un tercero, por otro lado, la investigación actual busca apaciguar el conflicto mediante la 

eficacia de la actuación de la Secretaría de Gestión y Diálogo. 

En las investigaciones realizadas a nivel internacional se encuentra al autor Tamayo 

(2018), con su trabajo titulado “Proyecto minero Tía María” en donde este concluye los 

pobladores de esa localidad se ven más identificados con la agricultura, ya que la actividad 

minera a tajo abierto ha dejado muchos daños en diferentes lugares del planeta y esta 

información ha llegado a los pobladores de dicha zona. 

En comparación con la investigación actual ambos coinciden en que existen factores 

que podrían ser negativos para la agricultura y para la población más cercana, la minería 

siempre conlleva una gran contaminación, sin embargo se diferencia en que la investigación 

previa hace un estudio a la empresa minero y a los pobladores en donde hace referencia que 

la empresa minera en asuntos medioambientales, sociales y laborales es muy negativa, por 
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otro lado la investigación actual su estudio se basa más en alentar un punto medio entre la 

empresa minero y la sociedad mediante el ente mediador. 

Tesis Nacionales: 

 

En las investigaciones realizadas a nivel nacional se encontró al autor Ramos (2022), 

con su trabajo titulado “Los conflictos socioambientales en el proyecto minero de Tia 

Maria”, en donde este concluye que el impacto económico de los conflictos socioambientales 

en Tia Maria desde la teoría del análisis económico se fundamenta bajo los parámetros 

establecidos desde la normativa ambiental, la cual es el percepto importante para evitar 

consecuencias de los actores humanos determinando las sanciones correspondientes con la 

finalidad de contribuir en la erradicación de la problemática ambiental que reside a diario en 

nuestro país. 

En comparación con la investigación actual ambos coinciden en que existe un 

conflicto social que se enfoca en el factor medioambiental, no obstante, se diferencian que 

la investigación previa tiene fundamentos más legales en base al derecho administrativo y la 

normativa ambiental, por otro lado la investigación actual tiene una visión más completa en 

la que busca determinar la eficacia de una entidad del estado. 

En las investigaciones realizadas a nivel nacional se encuentra al autor Montoya 

(2020), con su trabajo titulado “Estrategia comunicacional para la prevención del conflicto 

del proyecto de Tía María”, en donde este concluye en crear sinergia de trabajo entre la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo (PCM), con la adjuntía de conflictos sociales 

(Defensoría del Pueblo), articulando un sistema de comunicación para la prevención de 

escalamiento de conflictos sociales. 

En comparación con la investigación actual ambos coinciden que el papel de la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo es de suma importancia para que el conflicto minero 

no tenga mayor escala, sin embargo se diferencian en que la investigación previa busca 

resolver el conflicto en base a la comunicación, en donde se encuentra a favor de la población 

agrícola, por otro lado la investigación actual no tiene ningún favoritismo, esta busca 

determinar lo hecho por la Secretaría de Gestión Social y Diálogo. 

En las investigaciones realizadas a nivel nacional se encontró al autor Ibarra (2019), 

con su trabajo titulado “Actores sociales en el conflicto minero de Tía María en el valle de 

Tambo” en donde este concluye que el conflicto de Tía María lo inicia la empresa Southern 
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en el gobierno de Alan García, la razón principal por la que la población no acepta a la mina 

fue el estudio de impacto ambiental donde señalaba que utilizarían el agua del río Tambo 

que fue el detonante de todo el conflicto. 

En comparación con la investigación actual es que ambas coinciden que existe un 

factor medioambiental, donde este vendría a hacer el punto más relevante en el conflicto, sin 

embargo, se diferencian en que la investigación previa se enfoca mucho más en la población 

del valle de Tambo, hace un estudio sobre este, por otro lado, la investigación actual busca 

explicar el nivel de eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo. 

2.2. Bases teóricas 

 

2.2.1. Conflicto social 

 

Acacio (2024), señala que los Conflictos Sociales son una confrontación 

compleja y multifacética entre diversos actores sociales, por ejemplo, un 

enfrentamiento entre las comunidades locales y las fuerzas de poder representadas 

por las empresas y el estado, centrado en la desigualdad, la lucha por la salud y el 

medio ambiente, y la búsqueda de justicia y reconocimiento de derechos. Además, el 

conflicto social no solo refleja una disputa por recursos y derechos, sino también una 

profunda crisis de legitimidad y confianza en las instituciones encargadas de proteger 

a las comunidades y el medio ambiente. 

Saccucci (2024), señala que el concepto de conflicto social se define como 

una confrontación entre comunidades locales y actores más poderosos (como 

empresas y el estado) sobre el uso y significado del territorio. Este conflicto refleja 

las desigualdades de poder y recursos, y se caracteriza por la resistencia de las 

comunidades afectadas que buscan proteger sus derechos y el medio ambiente. La 

resolución del conflicto requiere un diálogo inclusivo y participativo que respete las 

necesidades y derechos de todas las partes involucradas alcanzando soluciones justas 

y sostenibles. 

 

El conflicto social puede entenderse como una manifestación inherente a la 

vida colectiva, que aparece cuando dos o más grupos sociales perciben que sus 

intereses, valores o necesidades son incompatibles. Según González et al. (2024), el 

conflicto es un proceso social en el que las partes buscan obtener recompensas o 
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posiciones escasas y, al mismo tiempo, impedir que el otro alcance sus objetivos. En 

este sentido, los conflictos no necesariamente son negativos, sino que constituyen 

una forma de interacción que puede reconfigurar relaciones sociales. 

Los conflictos sociales surgen, en gran medida, de desigualdades estructurales 

en lo económico, político y cultural. Cuando sectores de la sociedad perciben 

injusticia, exclusión o falta de acceso a recursos básicos como trabajo, educación, 

salud o tierra, emergen tensiones que pueden transformarse en movilizaciones 

colectivas. Chigusiwa et al. (2023) explica que los conflictos tienen como raíz las 

luchas de poder en toda organización social, donde unos ejercen dominación y otros 

buscan modificar esa situación. 

 

Desde un enfoque más contemporáneo, Grasse (2022) define el conflicto 

social como la expresión organizada de la acción colectiva de grupos que buscan 

transformar la sociedad en torno a la distribución del poder, los recursos y el 

reconocimiento. Esto implica que los conflictos no solo responden a carencias 

materiales, sino también a la búsqueda de identidad, participación y dignidad. Así, 

los movimientos sociales actuales evidencian demandas por derechos humanos, 

igualdad de género o protección del medio ambiente. 

 

Los conflictos sociales también pueden comprenderse como procesos 

dinámicos que reflejan la pluralidad de intereses dentro de una comunidad. Según 

Gaffney et al. (2022), el conflicto surge cuando existe una incompatibilidad percibida 

entre metas, y se expresa en tres dimensiones: contradicción, actitud y 

comportamiento. Desde esta visión, el conflicto no es solo un choque directo, sino 

una construcción social que puede resolverse mediante diálogo, negociación o 

mediación. 

 

En conclusión, los conflictos sociales son inevitables en toda sociedad y, 

aunque a menudo se perciben como amenazas al orden, también constituyen 

oportunidades para el cambio. Surgen de la interacción entre desigualdades 

estructurales, intereses opuestos y luchas por el reconocimiento. Tal como sostienen 

diversos autores, comprenderlos desde sus raíces y dinámicas permite no solo 

analizarlos, sino también gestionarlos de manera que contribuyan a la justicia social 

y al fortalecimiento democrático. 
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2.2.1.1. Principales teorías del conflicto social 

Marxismo 

El marxismo constituye una de las principales corrientes teóricas para 

comprender el conflicto social. Surge en el siglo XIX a partir de los aportes de Karl 

Marx y Friedrich Engels, quienes analizaron las transformaciones económicas, 

políticas y sociales derivadas de la Revolución Industrial en Europa, especialmente 

en países como Inglaterra y Alemania. Su obra más influyente, en el Manifiesto 

Comunista de 1848, expone que la historia de la humanidad es, en esencia, la historia 

de la lucha de clases, planteando que las estructuras sociales se sostienen sobre 

relaciones de explotación entre quienes poseen los medios de producción y quienes 

venden su fuerza de trabajo (Sulhan y Januri, 2022). 

El punto de partida de la concepción marxista es una interpretación conflictiva 

de la sociedad. Marx sostiene que todo sistema social se encuentra atravesado por 

tensiones entre clases sociales con intereses opuestos: la clase dominante, que 

controla los medios de producción, y la clase subordinada, que busca mejorar sus 

condiciones de vida. De allí que el conflicto no sea un hecho ocasional o accidental, 

sino un imperativo estructural en tanto exista una organización clasista de la sociedad. 

Dicho conflicto se expresa en luchas económicas, políticas e ideológicas que marcan 

el rumbo de la historia (Sulhan y Januri, 2022) 

El marxismo no se limita a describir los conflictos sociales, sino que también 

ofrece una visión transformadora. Según Marx y Engels, las contradicciones 

inherentes al capitalismo generarían las condiciones para que la clase trabajadora, 

mediante la acción colectiva, se organice y reclame un nuevo orden social más justo 

e igualitario. En este sentido, el conflicto es motor de cambio y de emancipación, 

pues constituye la vía mediante la cual los oprimidos buscan superar la explotación 

y construir una sociedad sin clases (Sulhan y Januri, 2022) 

El impacto del marxismo ha sido profundo tanto en la teoría sociológica como 

en la práctica política. Ha influido en movimientos obreros, revoluciones sociales y 

en el desarrollo de corrientes críticas en diversas disciplinas. Asimismo, su énfasis 

en el conflicto como esencia de la vida social incentivó la aparición de otras 

perspectivas, ya sea para profundizar en sus postulados o para cuestionarlos. Por ello, 
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el marxismo se reconoce como la corriente que más ha contribuido a la interpretación 

contemporánea del conflicto social, al situarlo en el centro de la dinámica histórica y 

estructural de las sociedades (Sulhan y Januri, 2022). 

Funcionalismo 

 

El funcionalismo surge a finales del siglo XIX y se consolida en la primera 

mitad del siglo XX como una de las corrientes centrales en la sociología. Su 

desarrollo inicial se asocia a los trabajos de Émile Durkheim, quien en obras como 

La división del trabajo social (1893) y Las reglas del método sociológico (1895), 

buscó comprender la sociedad como un sistema organizado en el que cada parte 

cumple una función para mantener la cohesión y el orden. Posteriormente, en el siglo 

XX, autores como Talcott Parsons y Robert K. Merton en Estados Unidos ampliaron 

y sistematizaron esta perspectiva (Prayogi, 2023). 

El funcionalismo interpreta la sociedad como un organismo compuesto por 

instituciones interdependientes (familia, economía, política, religión, educación), las 

cuales contribuyen al equilibrio del sistema social. Desde esta visión, los conflictos 

no se consideran centrales ni estructurales, sino fenómenos secundarios que alteran 

momentáneamente el orden. La función de las normas, valores y mecanismos de 

control social es precisamente reducir el conflicto, garantizar la estabilidad y 

promover la integración de los individuos (Prayogi, 2023). 

Sin embargo, algunos representantes del funcionalismo, como Merton, 

reconocen que los conflictos pueden emerger cuando existen disfunciones dentro del 

sistema social. Estas surgen, por ejemplo, cuando ciertas instituciones no cumplen 

adecuadamente su papel o cuando se producen tensiones entre las metas culturales de 

una sociedad y los medios legítimos para alcanzarlas. Aun así, dentro del 

funcionalismo, el conflicto es visto como un elemento que, en última instancia, puede 

contribuir a reajustar el sistema y restablecer el equilibrio (Prayogi, 2023). 

En síntesis, el funcionalismo se consolidó como teoría sociológica 

especialmente en la primera mitad del siglo XX, con un enfoque en la estabilidad, la 

cooperación y la integración. A diferencia del marxismo, que concibe el conflicto 

como motor del cambio histórico, el funcionalismo lo interpreta como una anomalía 

transitoria que debe ser resuelta para recuperar la armonía social. Esta perspectiva 
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influyó fuertemente en las ciencias sociales durante décadas, y aunque fue 

cuestionada en la segunda mitad del siglo XX, sigue siendo una referencia 

fundamental para comprender cómo se han abordado los conflictos sociales desde un 

enfoque estructural y normativo. (Prayogi, 2023). 

Otros enfoques teóricos 

 

Mancur Olson y la teoría de la elección racional 

 

El economista Mancur Olson presentó en 1965 su obra La lógica de la acción 

colectiva, en la que aplicó elementos de la teoría de juegos al estudio de los 

movimientos sociales. Su principal argumento fue que los individuos, al actuar 

racionalmente, tienden a evitar la participación en acciones colectivas, ya que 

prefieren beneficiarse de los resultados sin asumir los costos de la movilización. A 

este fenómeno lo denominó problema del “free rider” o gorrón, lo que significa que, 

si los beneficios de una acción colectiva son públicos, muchos individuos optarán por 

no participar esperando que otros lo hagan. 

A partir de esta premisa, Olson explicó que para que un movimiento social 

tenga éxito debe desarrollar incentivos selectivos, es decir, recompensas o beneficios 

específicos para quienes participan activamente, así como sanciones para quienes se 

abstienen. Esta perspectiva dio origen a la teoría de la elección racional en el análisis 

de los movimientos sociales, destacando el papel del cálculo individual de costos y 

beneficios en las dinámicas colectivas. Su enfoque influyó enormemente en la 

sociología y en la ciencia política, al introducir el razonamiento económico en la 

explicación de la acción social. 

Charles Tilly y la teoría de la movilización de recursos y oportunidades políticas 

 

El sociólogo Charles Tilly, uno de los máximos representantes de la 

sociología histórica, desarrolló en la década de 1970 la teoría de la movilización de 

recursos, la cual sostiene que los movimientos sociales no surgen únicamente de la 

frustración o del descontento, sino de la capacidad de los grupos para organizar, 

coordinar y administrar recursos materiales y simbólicos (dinero, liderazgo, redes 

sociales, legitimidad, apoyo político, etc.). De esta manera, el éxito de un movimiento 
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depende más de su organización y estrategia que de la mera intensidad del malestar 

(Hodges, 2025). 

Más adelante, Tilly complementó este enfoque con la teoría de las 

oportunidades políticas, señalando que los movimientos sociales se desarrollan en 

contextos donde el sistema político abre o cierra espacios para la participación. 

Factores como la división en las élites, la existencia de aliados influyentes o la 

debilidad del Estado determinan las posibilidades de éxito de la movilización. En 

conjunto, estas teorías transformaron la sociología norteamericana al ofrecer un 

marco más estructurado para analizar cómo y cuándo surgen los movimientos 

sociales, y cuáles son las condiciones que les permiten prosperar o fracasar (Hodges, 

2025). 

2.2.1.2.  Dimensiones de los conflictos sociales 

Nivel de violencia y conflictividad 

El nivel de violencia y conflictividad se refiere a la intensidad con la que se 

expresan los conflictos sociales, que puede ir desde la protesta pacífica hasta 

enfrentamientos abiertos con uso de violencia física o simbólica. Esta dimensión 

permite identificar el grado de tensión y riesgo que genera un conflicto en la cohesión 

social y en la estabilidad institucional (Siregar, 2022). 

Desde el marxismo, la violencia no es un fenómeno aislado, sino una 

consecuencia estructural de las contradicciones entre clases sociales. Marx señalaba 

que el choque entre intereses opuestos conduce inevitablemente a luchas, que pueden 

expresarse de forma violenta cuando no existen mecanismos de conciliación. Así, el 

nivel de conflictividad es inherente a los sistemas sociales basados en desigualdades. 

Por otro lado, el funcionalismo interpreta la violencia como una disfunción que 

altera el equilibrio social, considerándola una anomalía que debe resolverse mediante 

mecanismos institucionales de control. En cambio, autores como Charles Tilly 

explican que la conflictividad también depende de las oportunidades políticas y de la 

capacidad de los actores para movilizar recursos de manera organizada, lo que puede 

aumentar o disminuir la violencia del conflicto (Siregar, 2022). 
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Actores 

 

La dimensión de los actores en los conflictos sociales se centra en los sujetos 

colectivos o individuales que participan en las disputas. Pueden ser movimientos 

sociales, sindicatos, organizaciones estudiantiles, comunidades indígenas, 

instituciones estatales o incluso empresas privadas. Analizar quiénes son los actores 

permite comprender las motivaciones, estrategias y relaciones de poder que 

estructuran el conflicto (Chen et al., 2025). 

En la visión marxista, los actores principales se definen en términos de clases 

sociales: la burguesía y el proletariado. La lucha entre estas clases constituye el motor 

del cambio histórico y, por tanto, del conflicto social. En contraste, para Mancur Olson, 

los actores se explican desde la racionalidad individual: cada miembro de un colectivo 

decide participar o no en función de los incentivos y costos que perciba (Chen et al., 

2025). 

La teoría de la movilización de recursos de Charles Tilly enfatiza que los actores 

no se limitan a expresar descontento, sino que deben organizarse, construir liderazgo 

y articular redes que les permitan convertir sus demandas en acciones colectivas 

efectivas. De esta forma, la dimensión de los actores es clave porque explica cómo los 

conflictos se transforman en procesos sociales de mayor o menor alcance (Chen et al., 

2025). 

Número de protestas y manifestaciones 

 

Esta dimensión se refiere a la frecuencia e intensidad con que se producen 

expresiones públicas de descontento, como marchas, plantones, huelgas o bloqueos. El 

número de protestas refleja el grado de organización social, la persistencia del conflicto 

y la capacidad de los movimientos para mantener viva su agenda en la esfera pública 

(Chen et al., 2025). 

Según el funcionalismo, un aumento sostenido en las manifestaciones es un 

indicador de que ciertas instituciones sociales no están cumpliendo su función de 

integrar y satisfacer a los ciudadanos, generando tensiones que se expresan en la calle. 

Desde la óptica de Olson, la repetición de protestas depende de que los individuos 
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perciban beneficios claros de participar, lo cual requiere incentivos adecuados (Chen 

et al., 2025). 

Por su parte, la teoría de oportunidades políticas de Tilly explica que la 

proliferación de manifestaciones no solo depende del malestar social, sino también de 

la existencia de condiciones favorables en el sistema político. Cuando el Estado 

muestra debilidad, división o apertura, las movilizaciones tienden a multiplicarse; en 

contextos de represión, en cambio, suelen disminuir o radicalizarse. 

Impacto económico y social 

 

El impacto económico y social de un conflicto mide las consecuencias que 

generan las tensiones colectivas sobre el desarrollo de una sociedad. Incluye efectos 

como la paralización de actividades productivas, pérdidas económicas por huelgas o 

bloqueos, deterioro en las relaciones sociales, crisis institucionales y cambios en la 

percepción ciudadana sobre el Estado o el sistema económico (Le et al., 2022). 

Desde la perspectiva marxista, estos impactos son el resultado directo de las 

contradicciones estructurales del capitalismo, que producen crisis recurrentes y 

expresiones de resistencia. El conflicto no es un accidente, sino un reflejo de 

desigualdades que se traducen en costos económicos y sociales. El funcionalismo, en 

contraste, considera que estos impactos desestabilizan el equilibrio social y afectan la 

capacidad de las instituciones para cumplir su función integradora (Le et al., 2022). 

Finalmente, para autores como Olson y Tilly, los efectos del conflicto dependen 

de la organización de los actores y del contexto político. Cuando los movimientos 

logran articular recursos y aprovechar oportunidades, los impactos pueden ser 

positivos, como reformas sociales o ampliación de derechos. Sin embargo, en ausencia 

de negociación y apertura, los efectos suelen ser negativos, con pérdidas económicas 

y deterioro en la cohesión social (Le et al., 2022). 

2.2.2. Dialogo político 

 

El diálogo político puede definirse como un proceso de comunicación entre 

actores sociales y políticos, mediante el cual se busca alcanzar acuerdos, resolver 

diferencias y construir consensos en torno a temas de interés público. Es un mecanismo 
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que fomenta la convivencia democrática y permite canalizar los conflictos sociales a 

través de la negociación y la concertación, en lugar de la confrontación violenta. 

Según Prahallad y Mamidi (2025) el diálogo político se inscribe en la teoría de 

la acción comunicativa, en la que los actores buscan llegar a un entendimiento racional 

basado en argumentos y no en la imposición de intereses. De este modo, el diálogo se 

convierte en una práctica deliberativa que fortalece la legitimidad democrática, al 

permitir que las decisiones se construyan colectivamente. 

Por su parte, Mickunas. (2023). sostiene que el diálogo político es esencial para 

la democracia porque garantiza la pluralidad y la tolerancia, reconociendo que ninguna 

visión del mundo puede imponerse de manera absoluta. En este sentido, el diálogo no 

significa unanimidad, sino el respeto y reconocimiento del otro como interlocutor 

válido en la esfera pública. 

Desde una perspectiva aplicada, Ruano (2023) explica que el diálogo político 

constituye una herramienta fundamental en sociedades marcadas por la polarización y 

el conflicto, ya que abre espacios institucionales para la negociación entre partidos, 

gobiernos, organizaciones sociales y ciudadanía. Este proceso contribuye a la 

gobernabilidad y evita que las tensiones deriven en crisis políticas más profundas. 

El diálogo político se entiende como un medio para gestionar conflictos, 

fortalecer la democracia y consolidar instituciones inclusivas. A través de las 

definiciones de Habermas, Bobbio y Alcántara, se observa que este concepto no se 

limita a la mera conversación entre actores, sino que implica un compromiso activo 

con la búsqueda de consensos y soluciones colectivas que favorezcan el bien común 

(García-Rendón y Subinas, 2023). 

El diálogo político frente al conflicto social se concibe como un mecanismo de 

gestión pacífica de las tensiones que surgen en la sociedad. A diferencia de la 

confrontación violenta o de la imposición unilateral de soluciones, el diálogo político 

busca generar espacios de comunicación entre los actores involucrados para encontrar 

salidas consensuadas. En este sentido, actúa como una herramienta preventiva y 

correctiva que contribuye a evitar la escalada de los conflictos y a fortalecer la 

gobernabilidad democrática (García-Rendón y Subinas, 2023) 
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En situaciones de conflicto, el diálogo político permite que los distintos sectores 

gobierno, movimientos sociales, partidos políticos, instituciones y ciudadanía expresen 

sus demandas y expectativas en un marco de respeto mutuo. Tal como señala Jaramillo 

et al. (2022), la deliberación es clave para alcanzar acuerdos racionales basados en 

argumentos y no en la fuerza. Este enfoque reconoce que los conflictos sociales no 

siempre pueden eliminarse, pero sí encauzarse hacia soluciones negociadas que 

legitimen las decisiones colectivas. 

Asimismo, el diálogo político ofrece la posibilidad de transformar los conflictos 

en oportunidades de cambio positivo. Según Blasco y Aguirre (2023), la movilización 

social es parte natural de la vida política, y cuando se enfrenta mediante diálogo, en 

lugar de represión, puede conducir a reformas que amplíen derechos y fortalezcan las 

instituciones. De este modo, el conflicto no se percibe únicamente como un problema, 

sino como una fuente de innovación social y política que puede ser canalizada 

mediante acuerdos inclusivos. 

Finalmente, el diálogo político frente al conflicto social solo es efectivo si se 

fundamenta en principios como la confianza, la transparencia y la institucionalización. 

Sin estos elementos, corre el riesgo de convertirse en un recurso retórico sin efectos 

reales. Por ello, su importancia radica en que no solo resuelve tensiones inmediatas, 

sino que sienta las bases para construir relaciones más sólidas entre el Estado y la 

sociedad, generando escenarios de paz social y fortalecimiento democrático a largo 

plazo (Blasco y Aguirre, 2023). 

2.2.2.1. Principios del dialogo políticos frente al conflicto 

Reconocimiento y legitimidad del otro 

El primer principio del diálogo político consiste en reconocer al otro como un 

interlocutor válido, independientemente de las diferencias ideológicas, sociales o 

culturales. En contextos de conflicto, este reconocimiento permite superar la lógica de 

la confrontación y abrir espacios para el entendimiento mutuo. La comunicación 

auténtica requiere tratar al otro como sujeto con derechos y argumentos, no como 

enemigo a eliminar. Sin legitimidad recíproca, el diálogo pierde eficacia y se reduce a 

imposición (Gargarella, 2021). 
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Búsqueda de consensos y soluciones inclusivas 

 

Un principio central es que el diálogo político debe orientarse hacia la 

construcción de acuerdos que representen a la mayor diversidad de actores posible. 

Según Gargarella, (2021) la democracia no implica unanimidad, sino negociación entre 

visiones distintas que convergen en reglas comunes de convivencia. En situaciones de 

conflicto, este principio es clave para evitar soluciones excluyentes que generen más 

polarización y para promover cambios sostenibles y aceptados colectivamente. 

Transparencia y confianza mutua 

 

El diálogo político requiere que los actores compartan información clara, 

verificable y accesible, lo que fortalece la confianza entre las partes. La opacidad o 

manipulación de la información puede agravar los conflictos, mientras que la 

transparencia abre el camino para el entendimiento. Como señala Gargarella, (2021), 

la confianza es un capital político esencial: sin ella, los acuerdos corren el riesgo de 

quedar en el papel y no transformarse en compromisos reales. 

Institucionalización del diálogo 

 

Finalmente, un principio fundamental es que el diálogo político debe 

sostenerse en marcos institucionales estables que garanticen continuidad y 

cumplimiento de los acuerdos. Cuando el diálogo se improvisa o depende solo de 

coyunturas, su impacto es limitado. Las instituciones (parlamentos, mesas de 

concertación, foros de negociación) actúan como garantes de que las decisiones 

colectivas se respeten y de que los conflictos puedan canalizarse de manera pacífica 

y estructurada. En palabras de Gargarella, (2021), los movimientos sociales y el 

Estado necesitan reglas claras para que la movilización se transforme en cambios 

legítimos y duraderos. 

2.2.2.2.  Teorías que explica el dialogo político 

La teoría de la acción comunicativa 

Fue formulada por el filósofo y sociólogo alemán Jürgen Habermas en su obra 

del mismo nombre publicada en 1981. Este enfoque parte de la idea de que la 
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comunicación es el núcleo de la vida social y que, a través de ella, los individuos 

pueden alcanzar consensos racionales que orienten la acción colectiva. Habermas se 

distancia de las teorías centradas en el poder o en la economía como únicas fuerzas 

explicativas, y propone que el entendimiento mutuo mediante el diálogo es 

fundamental para la organización social. 

El autor distingue entre acción estratégica y acción comunicativa. La acción 

estratégica ocurre cuando los individuos buscan alcanzar sus objetivos manipulando 

o influyendo sobre los demás; en cambio, la acción comunicativa se orienta al 

entendimiento, donde los actores dialogan para coordinar sus acciones en base a 

argumentos y razones. En este sentido, el diálogo no es visto como un simple 

intercambio de palabras, sino como un proceso orientado a construir acuerdos 

legítimos y compartidos. 

Habermas plantea también el concepto de “situación ideal de habla”, en la 

cual todos los participantes tienen las mismas oportunidades de expresarse, sin 

coacción ni manipulación. Bajo estas condiciones, los acuerdos alcanzados son el 

resultado de la fuerza del mejor argumento y no de la imposición. Este planteamiento 

da sustento teórico al diálogo político como mecanismo para resolver conflictos 

sociales de manera pacífica y democrática, ya que legitima las decisiones colectivas. 

Finalmente, la teoría de la acción comunicativa tiene una gran relevancia 

práctica: permite entender cómo, en contextos de conflicto, el diálogo político puede 

transformarse en un instrumento para generar consensos, promover la inclusión y 

fortalecer la legitimidad institucional. Frente a la violencia y la confrontación, 

Habermas propone la deliberación como la vía más racional y democrática para 

gestionar tensiones sociales y construir una sociedad más justa. 

La teoría del contrato social 

 

Fue desarrollada por Jean-Jacques Rousseau en su obra El contrato social 

publicada en 1762. Rousseau buscó responder a la pregunta de cómo puede 

organizarse la vida colectiva sin que la libertad individual se vea anulada. Para ello, 

plantea que los hombres, al abandonar el “estado de naturaleza”, acuerdan formar 

una comunidad política basada en un contrato social, mediante el cual todos ceden 
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parte de su libertad individual a favor de la voluntad general, con el objetivo de 

garantizar el bien común. 

En este marco, el contrato social no es un acuerdo impuesto, sino un pacto 

entre iguales que establece las bases de la legitimidad política. Rousseau introduce el 

concepto de voluntad general, que se diferencia de la mera suma de voluntades 

individuales: representa el interés común que beneficia a toda la colectividad. Así, el 

poder político no reside en un monarca ni en una élite, sino en el pueblo como 

soberano. 

La teoría del contrato social también tiene una fuerte relación con el diálogo 

político. Rousseau reconoce que las diferencias y conflictos son inevitables en la 

sociedad, pero sostiene que deben resolverse a través de la deliberación pública y del 

respeto a la voluntad general. En otras palabras, el diálogo entre los ciudadanos se 

convierte en el mecanismo central para expresar sus opiniones y contribuir a la toma 

de decisiones colectivas. 

En síntesis, la teoría de Rousseau sienta las bases de la democracia moderna 

y del principio de soberanía popular. Su propuesta muestra que el orden social solo 

es legítimo cuando se funda en el consenso y la participación de todos los ciudadanos. 

Frente al conflicto social, esta teoría invita a pensar el diálogo político como el medio 

que asegura la convivencia, la justicia y la preservación de la libertad en el marco de 

una comunidad organizada. 

La Teoría de la Elección Racional 

 

Desarrollada por Mancur Olson en 1965 en su obra La lógica de la acción 

colectiva plantea que los individuos, en contextos de acción colectiva, actúan de 

acuerdo con una lógica racional que busca maximizar beneficios y minimizar costos. 

Olson observó que, en muchos movimientos sociales o grupos, los individuos tienden 

a actuar como "free riders" (polizones), es decir, disfrutan de los beneficios de la 

acción colectiva sin contribuir activamente a ella, ya que los costos recaen en otros. 

Esta idea cuestionó la noción de que las personas participan en causas comunes 

únicamente por valores altruistas. 



25  

Un aspecto clave de esta teoría es el énfasis en los incentivos selectivos. Olson 

señala que, para que un grupo logre cohesión y compromiso de sus miembros, debe 

ofrecer beneficios individuales (positivos o negativos) que compensen el esfuerzo 

invertido. Por ejemplo, sindicatos que proporcionan seguros de salud, o sanciones a 

quienes no participan en protestas, funcionan como mecanismos que aseguran la 

cooperación. Así, la elección racional explica por qué algunos grupos logran 

organizarse de manera eficiente y otros fracasan, pese a tener intereses comunes. 

La teoría también tiene implicaciones en la comprensión de los movimientos 

sociales y políticos. Olson indica que los grupos pequeños suelen tener más facilidad 

para organizarse, porque los beneficios se reparten de manera más directa entre 

menos personas, y se detecta más fácilmente la ausencia de colaboración. En cambio, 

en grupos grandes, donde el beneficio es difuso y compartido, la tendencia al "free 

rider" aumenta, dificultando la acción colectiva. Esto explica, por ejemplo, por qué 

algunos movimientos minoritarios logran ser más efectivos y cohesionados que 

grandes mayorías. 

Finalmente, la Teoría de la Elección Racional ha tenido gran influencia en la 

ciencia política, la sociología y la economía. Fue aplicada para analizar desde la 

participación en huelgas, la formación de partidos políticos, hasta las dinámicas de 

movimientos sociales contemporáneos. Además, su relación con el diálogo político 

radica en que muestra la necesidad de generar incentivos adecuados y marcos 

institucionales que promuevan la cooperación, evitando la apatía ciudadana y 

fomentando la participación activa en la resolución de conflictos sociales. 

2.2.2.3. Dimensiones del dialogo político 

 

Respuesta institucional de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

 

La respuesta institucional hace referencia a la capacidad del Estado, a través 

de sus organismos especializados, de atender, mediar y gestionar los conflictos 

sociales mediante el diálogo. En este caso, la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

desempeña un papel clave al convertirse en un puente entre los actores sociales y las 

instituciones, buscando soluciones pacíficas y sostenibles a las demandas ciudadanas. 

Su función es garantizar que las voces de las partes involucradas sean escuchadas y 

que se genere un clima de confianza para la negociación. 
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Desde un enfoque teórico, esta dimensión se relaciona con la teoría de la 

acción comunicativa de Habermas, donde la comunicación racional se convierte en 

la herramienta principal para alcanzar consensos y legitimar las decisiones. La 

Secretaría debe, por lo tanto, asegurar condiciones de transparencia, imparcialidad y 

equidad para que el diálogo sea efectivo y reconocido por los actores sociales. 

En la práctica, la respuesta institucional implica no solo la mediación, sino 

también la articulación interinstitucional, el seguimiento a los acuerdos alcanzados y 

la disposición de recursos técnicos y humanos. Un Estado que responde de manera 

eficiente fortalece la gobernabilidad y reduce la recurrencia de conflictos violentos, 

consolidando el valor del diálogo político como herramienta preventiva y resolutiva. 

Cumplimiento de acuerdos y compromisos 

 

El cumplimiento de acuerdos constituye una de las dimensiones más críticas 

del diálogo político, ya que de él depende la credibilidad del proceso y la confianza 

entre las partes. Si los compromisos pactados no se ejecutan, los actores sociales 

perciben una falta de seriedad que puede reactivar la conflictividad e incrementar la 

desconfianza hacia las instituciones. Por ello, esta dimensión está estrechamente 

ligada al fortalecimiento de la legitimidad del Estado y a la sostenibilidad de las 

soluciones acordadas. 

Teóricamente, puede vincularse con la teoría del contrato social de Rousseau, 

en tanto el diálogo se asume como un pacto entre actores que buscan el bien común 

mediante acuerdos justos. El cumplimiento de los compromisos se convierte, 

entonces, en la materialización de ese contrato, que garantiza la estabilidad y el 

respeto mutuo entre las partes. Cuando no se cumplen, se rompe la lógica del pacto 

y resurgen tensiones sociales. 

En términos prácticos, el cumplimiento requiere mecanismos de monitoreo, 

plazos claros y responsables definidos para cada acción. Además, es necesario que la 

sociedad civil participe en la verificación del progreso, lo que otorga transparencia y 

legitimidad al proceso. El respeto a los acuerdos refuerza el valor del diálogo político 

como una herramienta confiable para transformar los conflictos sociales en 

oportunidades de cambio. 
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Desarrollo de capacidades y estrategias de prevención 

 

El diálogo político no se limita a resolver conflictos existentes, también 

cumple un papel fundamental en la prevención de futuras tensiones sociales. Para 

ello, se deben desarrollar capacidades en las instituciones, los actores sociales y la 

ciudadanía, de manera que todos cuenten con herramientas para la negociación, la 

mediación y la gestión pacífica de las diferencias. Esto fortalece una cultura de 

diálogo en lugar de una cultura de confrontación. 

Desde la perspectiva de la teoría de la elección racional de Mancur Olson, esta 

dimensión resulta clave: los actores sociales participan en el diálogo no solo por 

convicción, sino también porque perciben que es la estrategia más eficiente para 

obtener beneficios colectivos. Desarrollar capacidades en mediación, liderazgo y 

resolución de conflictos reduce los costos de la confrontación violenta y aumenta los 

incentivos para elegir la vía del diálogo. 

La implementación de estrategias de prevención implica programas de 

formación en derechos ciudadanos, negociación y gestión social, así como la creación 

de espacios permanentes de participación y concertación. De este modo, el diálogo 

político se consolida como un proceso dinámico, que no solo gestiona crisis, sino que 

también anticipa escenarios de conflictividad, promoviendo relaciones más 

cooperativas y sostenibles entre el Estado y la sociedad. 

2.2.3. Marco conceptual 

Gestión Social 

Luciano et al. (2024), señalan que la gestión social se perfila como un 

elemento clave para la responsabilidad ambiental de las empresas, integrando 

prácticas y procesos que promueven la sostenibilidad en sus operaciones. En este 

contexto, las auditorías ambientales emergen como herramientas fundamentales para 

evaluar el desempeño ambiental de las organizaciones. Estas auditorías permiten 

identificar áreas de riesgo, impulsar mejoras continuas, garantizar el cumplimiento 

de las regulaciones ambientales, optimizar costos, fortalecer la reputación corporativa 

y, en última instancia, obtener ventajas competitivas. 
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Por otro lado, Silva y el Instituto de Investigaciones Dr. José María Luis Mora 

(2024), señalan que la gestión social se posiciona como un elemento esencial en la 

gobernanza de los servicios públicos, promoviendo la coordinación y articulación de 

diversos actores (gobierno, sector privado y sociedad civil) y factores (normativos, 

organizacionales, financieros, técnicos, etc.) para garantizar un manejo adecuado y 

la provisión eficiente de servicios públicos esenciales, como el agua potable para 

garantizar un manejo adecuado y la provisión eficiente de servicios públicos 

esenciales, como el agua potable. 

Ticona y Ferreira (2019), señalan que entre los años 2009 y 2015 el proyecto 

minero Tía María en Arequipa, Perú, generó fuertes protestas sociales debido a 

preocupaciones ambientales, hídricas y económicas. Ubicado en el distrito de 

Cocachacra, cerca del valle de Tambo, el proyecto fue impulsado por Southern Perú 

Copper Corporation, del Grupo México. La población de ese lugar que en su mayoría 

es agrícola y en situación de pobreza, temía que la minería a tajo abierto afectará la 

disponibilidad de agua, esencial para sus cultivos. Además, existían antecedentes 

negativos con otras operaciones mineras en la región, lo que aumentó aún más la 

desconfianza. 

La empresa intentó ganar apoyo mediante programas sociales y medios de 

comunicación e incentivos hacia la población, mientras que los grupos anti mineros, 

como el Frente de Defensa del Valle de Tambo, apelaron a las creencias de la 

población usando canales no estatales, como maestros y organizaciones locales. El 

conflicto fue alimentado por la percepción de daño ambiental, el uso de recursos 

hídricos subterráneos y la desconfianza hacia la empresa minera, derivando en una 

fuerte oposición organizada desde la base social, que logró influir incluso en las 

autoridades locales. 

Por otro lado, también podemos destacar que la zona ha enfrentado impactos 

ambientales por proyectos de gran escala, como la contaminación por humos de las 

refinerías de Southern en Ilo y el conflicto por la derivación de aguas del río Tambo 

hacia el Proyecto Pasto Grande, lo que generó tensiones entre Moquegua y Arequipa. 

Esta percepción de escasez hídrica ha elevado las preocupaciones sobre el Proyecto 

Tía María, que contempla minería a tajo abierto en 1,600 hectáreas y es operado por 
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Southern Perú Copper Corporation. Aunque esta promete generación de empleo y 

aportes fiscales, su desarrollo ha enfrentado resistencia social. 

Es importante decir que, en 2008, se creó el “Frente de Defensa del Valle de 

Tambo”, liderado por Pepe Julio Gutiérrez, para oponerse al proyecto, reflejando la 

desconfianza histórica hacia la empresa minera. 

Al igual que Herrera (2017), este nos hace énfasis de que el conflicto por el 

proyecto minero Tía María se intensificó principalmente por la desconfianza 

generada en torno al Estudio de Impacto Ambiental (EIA). Southern presentó su 

primer EIA en 2009, pero recibió miles de observaciones por parte de la población y 

organizaciones locales, especialmente en lo relacionado al uso del agua, tema 

altamente sensible en una zona agrícola. La empresa cambió varias veces su 

propuesta de abastecimiento hídrico (de pozos a represas), generando todavía más 

rechazo. 

Por otro lado, Alessandro (2023), hace énfasis que el impacto ambiental del 

proyecto minero Tía María hacia la comunidad del valle del Tambo en Arequipa 

podría causar diversos daños a la salud de la comunidad y también un gran daño a 

nuestro medio ambiente, también recalca el tema del nivel de gestión planteado en 

diferentes dimensiones y con ello definir los impactos de su aplicabilidad. Para ello 

se desarrolló una investigación bibliográfica, donde se procedió, en primer lugar, a 

definir el problema, luego se inició la exploración de la información y, 

posteriormente, la organización de la misma y el análisis respectivo. Se destaca que 

los datos obtenidos fueron procesados permitiendo conocer que el proyecto minero 

Tía María es un conflicto de larga data, que inició con problemas de transparencia y 

errores de forma y fondo que resurgieron en la aparición del conflicto. Así mismo se 

encontró debilidades en la gestión del medio ambiente, capital social y humano, 

modelo de negocios e innovación, liderazgo y gobernanza en el proyecto minero de 

Tía María, lo que repercutió que la gran mayoría de ciudadanos tenga una percepción 

en contra del proyecto. 
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Impacto Económico 

 

Caviedes (2021), señala que el impacto económico de la certificación y la 

producción sostenible se centra principalmente en los beneficios monetarios y 

financieros que obtienen los agricultores. Sin embargo, en su texto señala que el 

impacto económico positivo se ve afectado por diversos factores como el régimen de 

propiedad, el tipo de asociaciones productoras, y la fluctuación de precios en el 

mercado internacional. Además, se menciona que en algunas regiones se observa un 

desarrollo de infraestructura vial y programas de tecnificación impulsados por 

gobiernos y asociaciones, lo que incrementa indirectamente los ingresos de los 

productores. 

Por otro lado Cruz et al. (2024), plantean que el impacto económico se refiere 

a la reducción de costos, al ahorro financiero, la eficiencia en el uso de los recursos 

que llevaran a un impacto positivo en la economía regional, pues al evaluar las 

consecuencias financieras de diferentes alternativas, se pueden implementar 

estrategias que optimicen el uso de recursos, mejoren la eficiencia del sistema y 

contribuyan a la sostenibilidad para la toma de decisiones informadas en la gestión 

de dichas herramientas de gestión. 

Estrategias de prevención 

 

Gómez et al. (2022), definen las estrategias de prevención como acciones 

planeadas y participativas que buscan involucrar a la comunidad en la identificación, 

evaluación y control de riesgos ambientales. Para ellos, la prevención no se trata sólo 

de evitar, sino de promover la construcción de una cultura ambiental responsable en 

que las personas comprendan la importancia de proteger su entorno y comprometerse 

a actuar de manera sostenible. 

Por su parte los autores Castilla et al. (2021), en su artículo "Estrategia de 

intervención en comunidades para la conservación del medio ambiente: una 

aproximación metodológica para la investigación social" señalan que las estrategias 

de prevención no deben limitarse a evitar los daños, sino que deben ser basadas en 

investigación social, utilizando métodos cualitativos y cuantitativos para comprender 

las necesidades, percepciones y actitudes de la comunidad hacia el medio ambiente. 
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Ellos proponen una estrategia de prevención que combine la acción técnica, la 

investigación social y la participación comunitaria. 

Desarrollo sostenible 

 

En el artículo de Kloth et al. (2024), "Planejamento territorial e Objetivos de 

Desenvolvimento Sustentável:: Implementação de métricas para análise dos planos 

diretores dos municípios de Rio do Sul, Lontras e Presidente Nereu, Santa Catarina, 

Brasil", los autores definen el desarrollo sostenible como un proceso de planificación 

y gestión que integra criterios ambientales, sociales y económicos para garantizar el 

bienestar presente y futuro de las comunidades. Este enfoque se centra en la 

armonización del uso de los recursos naturales con el crecimiento económico y la 

equidad social, promoviendo prácticas que aseguren la calidad de vida de las 

generaciones actuales sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para 

satisfacer sus propias necesidades. 

Del mismo modo Terrón (2024), define el desarrollo sostenible como un 

enfoque integral que busca equilibrar el desarrollo económico con la preservación 

del medio ambiente y la equidad social. Este concepto implica no sólo la 

planificación y zonificación del territorio, sino también la implementación de 

políticas y prácticas que promuevan el uso responsable de los recursos naturales, la 

reducción de las desigualdades y el fomento de la participación activa de las 

comunidades locales en los procesos de toma de decisiones. El objetivo es asegurar 

un desarrollo que sea viable a largo plazo, respetando tanto las necesidades presentes 

como las de las futuras generaciones. 

Impacto psicosocial 

 

Según Lainez y Fava (2024), definen al “Impacto psicosocial” como las 

consecuencias emocionales, psicológicas y sociales que experimentan las personas 

afectadas por un desastre natural. Este concepto abarca tanto las reacciones 

individuales como colectivas, incluyendo el estrés, la ansiedad, el trauma y los 

cambios en las dinámicas sociales y comunitarias. Los autores enfatizan la 

importancia de considerar la experiencia subjetiva de los afectados, ya que el impacto 

psicosocial varía según la percepción y las circunstancias personales de cada 

individuo. 
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Los autores Luís et al. (2015), definen el impacto psicosocial como el conjunto 

de efectos emocionales, cognitivos, comportamentales y sociales que se producen en las 

personas y las comunidades como resultado de cambios significativos en su entorno. 

Estos efectos incluyen la adaptación a nuevas condiciones de vida, la pérdida de la 

identidad y el sentido de pertenencia, el estrés, la ansiedad y otras reacciones 

emocionales derivadas del desplazamiento y la transformación del paisaje natural y 

social. Los autores subrayan que estos impactos son complejos y multidimensionales, 

afectando tanto a nivel individual como colectivo. 

Acuerdo 

 

El autor Camargo (2022), define el acuerdo como un proceso de negociación y 

consenso entre diferentes actores involucrados en la ocupación y el uso del territorio. 

Este proceso implica la identificación de intereses comunes y la articulación de visiones 

divergentes para llegar a decisiones colectivas que beneficien a todas las partes. En el 

contexto de la conformación de la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca, los 

acuerdos son fundamentales para coordinar políticas y acciones que promuevan un 

desarrollo territorial equilibrado y sostenible, considerando las necesidades y 

expectativas de diversos grupos sociales, económicos y políticos. Por su parte Reicher 

(2021), define al acuerdo como el resultado de un proceso deliberativo en el cual los 

integrantes de un órgano colegiado, como el Consejo de Ministros para la 

Sustentabilidad, llegan a una decisión conjunta sobre asuntos específicos. Este proceso 

implica la discusión, negociación y conciliación de distintas posiciones y perspectivas, 

con el objetivo de alcanzar una resolución que refleje el consenso o la mayoría de los 

participantes. Los acuerdos resultantes buscan orientar y legitimar políticas y acciones 

en el ámbito de la sustentabilidad, promoviendo un balance entre desarrollo económico, 

equidad social y protección ambiental. 

Compromiso 

 

Según Guadalajara-Olmeda y Aguilar (2015), señalan que el compromiso es una 

dedicación y responsabilidad asumida por las partes involucradas para alcanzar un 

equilibrio entre objetivos económicos y ambientales en un proyecto. Este concepto 

implica la integración de principios de sostenibilidad en la planificación y ejecución de 

proyectos, asegurando que las decisiones tomadas respeten tanto las necesidades 
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económicas como las exigencias ambientales. El compromiso se manifiesta a través de 

acciones concretas y sostenidas en el tiempo, que reflejan la voluntad de las partes de 

cumplir con los objetivos establecidos y de contribuir positivamente al bienestar social 

y ambiental. Por su parte Rodríguez (2018), define el compromiso como una obligación 

ética asumida por los productores agrícolas para adoptar prácticas que promuevan la 

sostenibilidad. Este compromiso implica una responsabilidad moral hacia el medio 

ambiente, la sociedad y las futuras generaciones, buscando equilibrar la producción 

agrícola con la conservación de los recursos naturales y la protección del ecosistema. 

Los productores que se comprometen con la sostenibilidad adoptan métodos agrícolas 

que minimizan el impacto ambiental, promueven la biodiversidad y garantizan la 

equidad social, reflejando una dedicación profunda y consciente hacia un desarrollo 

agrario responsable y duradero. 

Resolución de conflictos 

 

Según Peña (2021), define la resolución de conflictos como un proceso 

estructurado que busca abordar y solucionar disputas de manera pacífica y eficiente. Este 

proceso implica la identificación de las causas del conflicto, la facilitación de la 

comunicación entre las partes involucradas y la implementación de mecanismos y 

estrategias para alcanzar acuerdos mutuamente aceptables. En el contexto de los 

conflictos ambientales, el autor destaca la utilización del mecanismo dispute board, que 

consiste en la creación de un panel de expertos independientes que asiste a las partes en 

la prevención y resolución de disputas durante la ejecución de proyectos, promoviendo 

así la cooperación y la sostenibilidad. 

En el artículo de Torres y Clark (2019), "Métodos alternativos de resolución de 

conflictos socio-ambientales", los autores definen la resolución de conflictos como el 

conjunto de métodos y procesos utilizados para gestionar y resolver disputas de manera 

no adversarial. Estos métodos incluyen la mediación, la negociación, el arbitraje y otros 

enfoques colaborativos que buscan soluciones consensuadas y sostenibles. Los autores 

enfatizan la importancia de involucrar a todas las partes interesadas y de utilizar enfoques 

participativos que promuevan la justicia ambiental y la equidad social. La resolución de 

conflictos, según los autores, debe ser proactiva y preventiva, abordando las causas 

subyacentes del conflicto y fomentando el diálogo y la cooperación entre las partes. 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

3.1. Enfoque y tipo de investigación 

 

La presente investigación se enmarca en el enfoque cuantitativo, puesto que busca 

analizar de manera objetiva y medible la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y 

Diálogo de la PCM en el contexto del conflicto social del proyecto minero Tía María 

durante 2024. El enfoque cuantitativo permite recopilar información estructurada a 

través de cuestionarios estandarizados, lo cual asegura la fiabilidad y comparabilidad de 

los resultados. Además, posibilita la aplicación de técnicas estadísticas para describir los 

niveles de conflictividad y determinar la relación existente con la actuación 

institucional. De acuerdo con López-Roldán y Fachelli (2021), este enfoque se 

caracteriza por la recolección sistemática de datos que pueden ser transformados en 

indicadores numéricos, permitiendo un análisis empírico riguroso. En cuanto al tipo de 

investigación, se clasifica como básica, dado que su finalidad principal es ampliar el 

conocimiento sobre la gestión estatal de conflictos sociales sin orientarse directamente 

a la resolución inmediata de un problema práctico. Asimismo, el estudio es de nivel 

descriptivo–correlacional, pues no solo busca detallar las dimensiones de las variables, 

sino también establecer la relación entre la conflictividad social y la eficacia de la 

respuesta institucional. 

3.2. Diseño metodológico 

 

El diseño de investigación es no experimental, transversal y correlacional. Es no 

experimental porque las variables de estudio —conflictos sociales y actuación de la 

Secretaría— no serán manipuladas, sino observadas tal como se presentan en la realidad 

del valle de Tambo. Se considera transversal ya que la recolección de datos se realizará 

en un único momento, correspondiente al año 2024, periodo en que el conflicto alcanzó 

mayor relevancia social y mediática. Finalmente, el carácter correlacional responde a la 

necesidad de determinar la asociación entre las percepciones de conflictividad y la 

eficacia institucional. Según Quecedo y Castaño (2022), los diseños no experimentales 

son apropiados para fenómenos sociales donde resulta inviable modificar las 

condiciones de estudio, pero sí es posible identificar patrones de relación. 
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3.3. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

 

La técnica empleada en la investigación fue la encuesta, seleccionada por su capacidad 

de recopilar información de un número significativo de participantes de manera 

estructurada y sistemática. Como instrumentos se diseñaron dos cuestionarios en escala 

Likert de cinco puntos (1 = Totalmente en desacuerdo, 5 = Totalmente de acuerdo). El 

primer cuestionario corresponde a la variable conflictos sociales, compuesto por 21 

ítems distribuidos en tres dimensiones: nivel de violencia y conflictividad, número de 

protestas e impacto económico y social. El segundo cuestionario corresponde a la 

variable actuación de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo, igualmente con 21 

ítems agrupados en tres dimensiones: respuesta institucional, cumplimiento de acuerdos 

y desarrollo de capacidades preventivas. Según Rodríguez-Gómez y Valldeoriola 

(2022), el uso de encuestas con escala Likert es adecuado para medir percepciones 

sociales, ya que permite captar actitudes, evaluar la intensidad de las respuestas y 

facilitar su procesamiento estadístico. 

 

3.4. Población, muestra y criterios de selección 

 

La población de estudio estuvo integrada por actores directamente relacionados con el 

conflicto social de Tía María en la provincia de Islay, Arequipa. Se consideraron cuatro 

grupos principales: funcionarios de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo, líderes 

sociales y comunales del área de influencia del proyecto, representantes de instituciones 

civiles u ONG vinculadas al seguimiento del conflicto y académicos o expertos en 

resolución de conflictos sociales. La muestra estuvo conformada por 150 personas, 

seleccionadas a través de un muestreo no probabilístico por conveniencia, priorizando a 

los sujetos con mayor relevancia en la dinámica del conflicto. Según Moser y Korstjens 

(2022), este tipo de muestreo es adecuado cuando se busca garantizar la pertinencia y 

profundidad de la información más que la representatividad estadística. De este modo, 

la muestra configurada permitió obtener una visión integral de la problemática, 

recogiendo percepciones tanto de representantes estatales como de actores sociales y 

organizaciones vinculadas al caso Tía María. 
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3.5. Procedimientos de análisis de la información 

 

Los datos recolectados fueron organizados y procesados utilizando el software 

estadístico SPSS, versión 26. Inicialmente, se aplicaron técnicas de análisis descriptivo 

mediante el cálculo de frecuencias, porcentajes, medias y desviaciones estándar, con el 

fin de caracterizar cada dimensión de las variables. Posteriormente, se aplicaron análisis 

correlacionales para establecer la relación entre las dimensiones de la conflictividad 

social y la eficacia institucional. Esta secuencia permitió identificar tendencias 

generales, contrastar las percepciones entre distintos grupos de actores y evaluar la 

magnitud de las asociaciones encontradas. Según Hahs-Vaughn y Lomax (2022), el uso 

de programas estadísticos como SPSS facilita la gestión de datos complejos, reduce 

errores en el procesamiento y aporta solidez metodológica en la interpretación de 

resultados. 

 

3.6. Consideraciones éticas 

 

La investigación se llevó a cabo respetando los principios éticos fundamentales 

establecidos en las ciencias sociales. La participación de los encuestados fue voluntaria, 

previa firma de un consentimiento informado, donde se explicó la naturaleza y los 

objetivos del estudio, garantizando su derecho a retirarse en cualquier momento. Se 

aseguró la confidencialidad de la información, de modo que las respuestas no pudieran 

ser vinculadas a la identidad de los participantes, y se mantuvo el principio de 

anonimato mediante la asignación de códigos a cada cuestionario. Asimismo, se cuidó 

que los resultados fueran presentados de manera transparente, evitando sesgos o 

manipulación de la información. Tal como señalan Escudero-Nahón y López-Ramírez 

(2021), el respeto a la ética en la investigación social fortalece la validez del estudio y 

contribuye a la confianza entre investigadores y participantes. 
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CAPÍTULO IV 

ANÁLISIS DE RESULTADOS 

Tabla 1 Dimensión Nivel de violencia y conflictividad 

 

 

 

 f % 

Bajo 30 20.0 

Moderado 65 43.3 

Alto 55 36.7 

Total 150 100.0 

 

Figura 1 Dimensión Nivel de violencia y conflictividad 

 

Interpretación 

 

 

La dimensión nivel de violencia y conflictividad muestra que la mayoría de los 

participantes, con un 43.3 %, considera que el conflicto se desarrolló en un nivel moderado. 

Esto significa que las protestas y manifestaciones estuvieron presentes, pero no siempre 

alcanzaron situaciones extremas de violencia. En este grupo de percepción se refleja la idea 

de que, si bien hubo momentos de tensión y enfrentamientos, la conflictividad no se mantuvo 

en todo momento en su máxima intensidad. Esta visión moderada puede asociarse a la forma 
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en que se fueron alternando periodos de protesta pacífica con otros episodios de mayor 

confrontación. 

Por otro lado, un 36.7 % de los encuestados manifestó que el nivel de conflictividad fue alto, 

lo que indica que un sector importante de la población vivió de cerca situaciones de violencia 

y tensión prolongada. Estos participantes probablemente estuvieron más vinculados a los 

focos de protesta o presenciaron directamente enfrentamientos con las fuerzas del orden, 

bloqueos de carreteras o daños materiales. Su percepción evidencia que, para muchos, el 

conflicto representó un escenario de riesgo y enfrentamiento que afectó de manera 

significativa la convivencia en la zona. 

 

Finalmente, un 20 % de los encuestados consideró que la conflictividad fue baja. Esta 

percepción puede deberse a que no todos los actores estuvieron expuestos de manera directa 

a los episodios más intensos, o bien a que valoraron las protestas como una expresión 

legítima de oposición que no necesariamente derivó en violencia. En conjunto, los resultados 

muestran una diversidad de experiencias y percepciones sobre el conflicto de Tía María, lo 

que refleja que la violencia no fue un fenómeno homogéneo, sino que varió según el 

contexto, la cercanía y el nivel de participación de cada grupo social involucrado. 
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Tabla 2 Dimensión Número de protestas y manifestaciones 

 

 f % 

Bajo 25 16.7 

Moderado 70 46.7 

Alto 55 36.7 

Total 150 100.0 

 

Figura 2 Dimensión Número de protestas y manifestaciones 

 

Interpretación 

 

La dimensión sobre el número de protestas refleja que la mayoría de los encuestados, con un 

46.7 %, percibió un nivel moderado de movilizaciones. Esto indica que las protestas se 

dieron de manera constante, pero sin llegar a una saturación absoluta que paralizara de forma 

prolongada la vida social o económica de la zona. La percepción moderada sugiere que, 

aunque hubo manifestaciones, estas se alternaron con periodos de calma, lo que dio la 

impresión de un conflicto persistente, pero con altibajos en su intensidad. 

 

Al mismo tiempo, un 36.6 % considera que el número de protestas fue alto, lo que demuestra 

que un sector de la población sintió una presencia intensa y recurrente de movilizaciones. 

Estas personas probablemente estuvieron más expuestas a las zonas de protesta activa, donde 
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las marchas y bloqueos eran frecuentes. Para ellos, la conflictividad se tradujo en una 

dinámica de interrupciones constantes, que marcó el ritmo de la vida comunitaria. 

En contraste, el 16.7 % percibió que las protestas fueron escasas o poco significativas. Esto 

sugiere que hubo sectores que no estuvieron directamente afectados por las manifestaciones 

o que vivían en áreas más alejadas del epicentro del conflicto. En conjunto, los resultados 

muestran una percepción diversa: mientras algunos sintieron que las protestas eran cotidianas 

y constantes, otros las experimentaron como un fenómeno intermitente o lejano. 
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Tabla 3 Dimensión Impacto económico y social 

 

 

 

 f % 

Bajo 20 13.3 

Moderado 60 40.0 

Alto 70 46.7 

Total 150 100.0 

 

Figura 3 Dimensión Impacto económico y social 

 

Interpretación 

 

El análisis de la dimensión de impacto económico y social muestra que la mayor proporción 

de encuestados, un 46.7 %, percibe que este fue alto. Esto indica que para muchos actores 

sociales las consecuencias del conflicto se tradujeron en pérdidas importantes en actividades 

clave como la agricultura, el comercio local o incluso el turismo. Esta percepción refleja la 

gravedad de las consecuencias económicas y sociales, las cuales afectaron de manera directa 

el bienestar de las familias. 

 

Por otro lado, el 40 % de los participantes señala que el impacto fue moderado, lo que sugiere 

que, si bien existieron afectaciones, estas no alcanzaron a todos los sectores con la misma 

magnitud. Para estas personas, las consecuencias económicas y sociales fueron visibles, pero 
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no devastadoras, mostrando que la intensidad de los efectos variaba según la actividad 

económica o la cercanía con los focos de protesta. 

Finalmente, un 13.3 % percibió que el impacto fue bajo, lo que refleja que hubo grupos que 

no sintieron grandes alteraciones en su vida cotidiana. Este sector probablemente no 

dependía directamente de actividades afectadas o estuvo menos expuesto a los cambios 

económicos y sociales del entorno. En suma, los resultados muestran que, aunque la mayoría 

reconoce consecuencias importantes, la magnitud de los impactos se vivió de manera 

desigual. 
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Tabla 4 Conflictos Sociales 

 

 

 

 f % 

Bajo 25 16.7 

Moderado 65 43.3 

Alto 60 40.0 

Total 150 100.0 

 

Figura 4 Conflictos Sociales 

 

Interpretación 

 

En el análisis global de la variable Conflictos Sociales, la mayor parte de los encuestados 

(43.3 %) lo percibe en un nivel moderado. Esto indica que la conflictividad se mantuvo 

presente, pero no siempre en su máxima expresión, alternando entre momentos de calma y 

episodios de mayor tensión. La percepción moderada refleja la idea de que, aunque el 

conflicto fue importante, no alcanzó en todo momento niveles extremos. 

 

Por otro lado, un 40 % de los participantes percibió la conflictividad en un nivel alto, lo que 

demuestra que para un sector significativo de la población el conflicto fue constante, intenso 

y con repercusiones graves en la vida cotidiana. Esta percepción evidencia que muchos 

actores sintieron los efectos de la violencia, las protestas y las pérdidas económicas como 

parte central de su experiencia. 
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En contraste, el 16.7 % consideró que la conflictividad fue baja. Esto sugiere que, para ciertos 

sectores, el conflicto no representó un cambio drástico en su dinámica social o económica. 

En conjunto, los resultados muestran que el caso Tía María fue un fenómeno complejo, 

percibido por algunos como crítico y por otros como manejable, lo que refleja la diversidad 

de realidades y posiciones frente al conflicto. 
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Tabla 5 Dimensión Respuesta institucional de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

 

 

 

 f % 

Bajo 40 26.7 

Moderado 70 46.7 

Alto 40 26.7 

Total 150 100.0 

 

Figura 5 Dimensión Respuesta institucional de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

 

Interpretación 

 

 

La dimensión de respuesta institucional revela que el 46.6 % de los encuestados percibió la 

actuación de la Secretaría en un nivel moderado. Esto sugiere que, aunque la entidad logró 

dar una respuesta frente al conflicto, esta no fue percibida como totalmente eficaz ni 

insuficiente, sino más bien intermedia. La población identificó acciones visibles, como la 

instalación de mesas de diálogo o intentos de acercamiento, pero también observó 

limitaciones en la rapidez y en la capacidad de atender de forma integral las demandas. 

 

Al mismo tiempo, un 26.7 % de los participantes evaluó la respuesta institucional como alta, 

lo que indica que una parte de la población reconoció esfuerzos significativos en la 

intervención de la Secretaría. Estos encuestados posiblemente valoraron positivamente la 
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presencia del Estado en la zona y el uso de mecanismos de diálogo, entendiendo que en 

contextos de alta conflictividad cualquier canal de comunicación representa un avance en 

comparación con la ausencia de acciones. 

En contraste, otro 26.7 % consideró la respuesta institucional como baja, lo cual refleja que 

hubo sectores que no encontraron suficiente atención ni resultados concretos en las medidas 

adoptadas. Esta división de percepciones muestra que la Secretaría tuvo un papel relevante, 

pero con resultados desiguales. Mientras algunos valoraron su intervención, otros 

percibieron falta de efectividad o lentitud en el manejo del conflicto. 
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Tabla 6 Dimensión Cumplimiento de acuerdos y compromisos 

 

 

 

 f % 

Bajo 35 23.3 

Moderado 75 50.0 

Alto 40 26.7 

Total 150 100.0 

 

 

Figura 6 Dimensión Cumplimiento de acuerdos y compromisos 

 

Interpretación 

 

 

El cumplimiento de acuerdos y compromisos fue calificado en un nivel moderado por el 50 

% de los encuestados. Esto refleja que, si bien se realizaron esfuerzos para instalar mesas de 

diálogo y llegar a consensos, muchos de los compromisos asumidos no fueron percibidos 

como totalmente cumplidos. La población reconoció avances parciales, pero también señaló 

la falta de seguimiento y de resultados concretos que respondieran a las expectativas 

iniciales. 
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Por otro lado, un 26.7 % considera que el cumplimiento fue alto, lo que muestra que para 

una parte de la población los acuerdos alcanzados sí tuvieron continuidad y aportaron a la 

reducción de tensiones. Este grupo posiblemente valoró la disposición de la Secretaría para 

mantener un canal de comunicación y generar resultados visibles, aunque estos no fueran 

suficientes para resolver de manera definitiva el conflicto. 

En contraste, un 23.3 % manifestó que el cumplimiento fue bajo, lo cual evidencia que para 

algunos actores la experiencia de las mesas de diálogo dejó un sentimiento de 

incumplimiento o falta de transparencia. Esto pone de manifiesto que, si bien la Secretaría 

logró formalizar compromisos, la percepción sobre su ejecución no fue homogénea y generó 

diferentes niveles de confianza o desconfianza en la gestión institucional. 
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Tabla 7 Dimensión Desarrollo de capacidades y estrategias de prevención 

 

 

 

 f % 

Bajo 45 30.0 

Moderado 70 46.7 

Alto 35 23.3 

Total 150 100.0 

 

Figura 7 Dimensión Desarrollo de capacidades y estrategias de prevención 

 

Interpretación 

 

 

La dimensión de desarrollo de capacidades y estrategias preventivas fue valorada como 

moderada por el 46.7 % de los encuestados. Esto muestra que, aunque se realizaron acciones 

como capacitaciones o la promoción de espacios de diálogo, estas no tuvieron un impacto 

decisivo en la comunidad. La percepción predominante es que hubo esfuerzos, pero no los 

suficientes para consolidar una cultura de prevención de conflictos ni un fortalecimiento real 

de liderazgos locales. 
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Al mismo tiempo, un 30 % de los participantes calificó esta dimensión como baja, lo cual 

indica que una parte importante de la población considera que prácticamente no se 

promovieron herramientas efectivas para prevenir la reactivación de la conflictividad. Esta 

visión refleja la falta de programas sostenidos en el tiempo y la percepción de que las 

intervenciones fueron más reactivas que preventivas, respondiendo a la coyuntura más que 

a una estrategia de largo plazo. 

En contraste, un 23.3 % percibió el desarrollo de capacidades como alto, lo que demuestra 

que ciertos sectores sí valoraron los esfuerzos de la Secretaría en materia de capacitación y 

educación ciudadana. Sin embargo, al ser una proporción menor, se observa que estas 

acciones no alcanzaron a toda la población, generando una evaluación general de alcance 

limitado en las estrategias preventivas. 
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Tabla 8Actuación de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

 

 f % 

Bajo 40 26.7 

Moderado 65 43.3 

Alto 45 30.0 

Total 150 100.0 

 

Figura 8Actuación de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo 

 

Interpretación 

 

 

 

En el análisis global, la actuación de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo fue percibida 

mayoritariamente en un nivel moderado (46.6 %). Esto indica que, aunque se reconocen 

esfuerzos de intervención en el conflicto de Tía María, estos no fueron suficientes para 

generar confianza plena ni resultados contundentes en la población. Las acciones 

emprendidas lograron mantener un grado de comunicación, pero no alcanzaron a satisfacer 

todas las expectativas de los actores sociales. 

 

El 26.7 % de los encuestados considera que la actuación fue alta, lo que muestra que un 

sector de la población sí encontró en la Secretaría un ente válido para el diálogo y la 

resolución parcial de tensiones. Para ellos, la sola existencia de espacios de concertación 

representó un avance significativo en comparación con escenarios de ausencia estatal. Sin 
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embargo, este porcentaje es similar al de quienes calificaron la actuación como baja, 

reflejando una polarización de percepciones. 

Finalmente, el 26.7 % que evaluó la gestión como baja evidencia que, para una parte de la 

población, las medidas fueron insuficientes, tardías o poco efectivas. En conjunto, los 

resultados revelan que la Secretaría tuvo un rol relevante, pero con un impacto limitado y 

desigual, generando valoraciones intermedias que reflejan tanto avances como carencias en 

la gestión institucional del conflicto. 
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Comprobación de hipótesis 

 

Se plantea que, pese a la facultad de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo (SGSD) de 

proponer soluciones a las controversias y mitigar los conflictos sociales, sus esfuerzos no 

resultaron suficientes para resolver las profundas diferencias existentes en el caso Tía María 

ni evitar la agudización de la conflictividad. Este enunciado parte de la constatación empírica 

de que, aunque la SGSD desplegó mecanismos de diálogo y promovió mesas de 

concertación, el conflicto entre la población del Valle de Tambo y la empresa Southern 

Copper Corporation persiste hasta el presente, lo que sugiere un desempeño institucional 

limitado. El supuesto central es que la gestión pública no logró integrar de manera efectiva a 

los actores sociales, ni responder oportunamente a sus demandas, lo que debilitó la 

legitimidad del proceso de mediación. El análisis de esta hipótesis se refuerza con los 

hallazgos estadísticos: gran parte de los encuestados calificó la conflictividad en niveles 

moderados o altos, mientras que la actuación de la Secretaría fue percibida como moderada 

en la mayoría de dimensiones. Esto confirma que la brecha entre el mandato institucional y 

la práctica concreta es significativa. La hipótesis también señala que el rol de la SGSD no 

contempló suficientemente la participación ni la atención a las necesidades campesinas, lo 

que se refleja en el hecho de que muchas comunidades percibieron los acuerdos como 

parciales o de difícil cumplimiento. 

 

Por otro lado, la hipótesis introduce un elemento contrafactual relevante: si la SGSD hubiese 

iniciado un proceso de diálogo más temprano y con mayor comprensión de las 

preocupaciones locales, el conflicto habría tenido menor intensidad y podría haberse 

prevenido su escalada. Este planteamiento destaca la importancia del tiempo de respuesta 

como un factor crítico en la gestión de conflictos sociales. La demora en activar mecanismos 

de mediación no solo impide atender las demandas a tiempo, sino que también genera 

percepciones de desinterés estatal, lo que incrementa la desconfianza y fortalece la 

resistencia comunitaria. En conclusión, el análisis de la hipótesis confirma que el rol de la 

SGSD en el conflicto Tía María resultó limitado por tres factores principales: la falta de 

inclusión plena de los actores campesinos, la tardanza en iniciar un diálogo oportuno y la 

ausencia de un enfoque integral que atendiera tanto los impactos ambientales como los 

beneficios económicos del proyecto. Esto explica por qué, pese a los esfuerzos de mediación, 

el conflicto persiste como un fenómeno abierto, prolongado y con consecuencias sociales, 

económicas y políticas en el Valle de Tambo. 
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CAPÍTULO V 

 

DISCUSIÓN 

El proyecto minero Tía María, impulsado por la empresa Southern Copper Corporation en el 

Valle de Tambo (Arequipa), constituye uno de los conflictos socioambientales más 

representativos del Perú en las últimas dos décadas. La oposición de la población local se ha 

sustentado en preocupaciones vinculadas al impacto ambiental, la seguridad hídrica y la 

sostenibilidad agrícola de la zona, lo que ha derivado en manifestaciones, enfrentamientos y 

prolongados procesos de diálogo sin resultados concluyentes. En este contexto, la Secretaría 

de Gestión Social y Diálogo (SGSD) de la Presidencia del Consejo de Ministros aparece 

como la entidad estatal encargada de proponer soluciones, facilitar el entendimiento entre las 

partes y mitigar la conflictividad social. Sin embargo, la persistencia del conflicto revela 

interrogantes respecto a la eficacia de sus actuaciones y la capacidad real de las políticas de 

mediación pública. El presente estudio busca analizar de manera crítica la percepción de los 

actores involucrados sobre la gestión de la SGSD en el conflicto de Tía María, considerando 

dimensiones como el nivel de violencia y conflictividad, el cumplimiento de acuerdos y las 

estrategias preventivas. El objetivo es comprender las limitaciones de la intervención estatal 

y aportar a la reflexión sobre la institucionalidad del diálogo en el Perú. 

En la dimensión Nivel de violencia y conflictividad: Los resultados evidencian que el 43.3 

% de los encuestados percibió el conflicto de Tía María en un nivel moderado, mientras que 

un 36.7 % lo consideró alto y un 20 % bajo. Esta distribución indica que la mayoría reconoció 

un grado considerable de tensión y confrontación, aunque sin llegar a una violencia 

generalizada permanente. La percepción moderada refleja que existieron momentos de 

enfrentamiento intenso, alternados con periodos de calma relativa, lo que permitió sostener 

la protesta sin que se transformara en un escenario de violencia absoluta. No obstante, la 

proporción alta es significativa y confirma que una parte importante de la población vivió de 

cerca situaciones críticas, como bloqueos prolongados o choques con la policía, afectando la 

percepción de seguridad. En contraste, el grupo minoritario que lo percibió bajo 

probablemente se ubicó en zonas menos expuestas a los hechos más conflictivos. Acacio 

(2024) sostiene que los conflictos socioambientales suelen caracterizarse por dinámicas 

oscilantes de tensión, en las que las comunidades mantienen una percepción persistente de 

amenaza a sus medios de vida, aun en ausencia de enfrentamientos directos. Esto coincide 
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con lo observado en Tía María, donde el rechazo a la minería se sostuvo por la convicción 

de defender el territorio agrícola, más allá de los picos de violencia registrados. 

En la dimensión Número de protestas y manifestaciones: En cuanto a las protestas, un 40 % 

de los participantes las calificó en nivel moderado, un 33.3 % en alto y un 26.7 % en bajo. 

Estos datos muestran que, aunque las manifestaciones fueron constantes, no todos los 

sectores sociales las vivieron con la misma intensidad. Para gran parte de la población, las 

protestas representaron una estrategia recurrente de visibilización del conflicto, sin llegar a 

desbordar la convivencia cotidiana en todo momento. Sin embargo, más de un tercio de los 

encuestados señaló un nivel alto, lo cual revela que para quienes estuvieron directamente 

involucrados o cercanos a los focos de protesta, las movilizaciones fueron un hecho central 

en la dinámica social. El porcentaje bajo refleja la perspectiva de aquellos que observaron 

las manifestaciones como acciones aisladas o con menor impacto en su vida diaria. Según 

Saccucci (2024), las protestas colectivas en contextos socioambientales no solo cumplen una 

función de resistencia, sino también de construcción de sentidos compartidos en torno al 

territorio. Esta idea explica por qué, en el caso de Tía María, incluso cuando las protestas no 

fueron masivas todo el tiempo, mantuvieron su legitimidad como expresión de defensa 

comunitaria y se consolidaron como un recurso político constante frente al Estado. 

En la dimensión Impacto económico y social: Los resultados revelan que un 42.7 % de los 

encuestados calificó esta dimensión como alta, un 36 % como moderada y solo un 21.3 % 

como baja. Esto refleja que la mayoría percibió afectaciones significativas en las actividades 

productivas y sociales de la zona. La pérdida de ingresos agrícolas, la disminución del 

turismo y el deterioro del comercio local fueron algunos de los impactos más evidentes, 

generando una reducción del bienestar social. La percepción moderada confirma que, aunque 

estas consecuencias fueron graves, no afectaron de manera homogénea a toda la población. 

Finalmente, el grupo que lo consideró bajo probablemente se ubicó en sectores con menor 

dependencia económica de las actividades directamente perjudicadas. Luciano et al. (2024) 

destacan que los conflictos socioambientales tienen un doble impacto: económico, al afectar 

directamente las fuentes de ingreso, y social, al fragmentar la cohesión comunitaria y 

deteriorar la calidad de vida. En este sentido, el caso Tía María confirma que la conflictividad 

no solo se manifestó en las calles, sino también en la vida cotidiana de las familias, que 

vieron comprometida su estabilidad económica y su bienestar social por la persistencia de 

un conflicto no resuelto. 
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En la variable Conflictos sociales: En el análisis general de la variable, un 40 % de los 

encuestados la calificó como moderada, un 36.7 % como alta y un 23.3 % como baja. Esto 

evidencia que la percepción predominante fue de una conflictividad sostenida, que se 

mantuvo en niveles intermedios y que, en varios momentos, alcanzó picos de intensidad. El 

porcentaje elevado de respuestas altas refleja la magnitud que adquirió el conflicto de Tía 

María, mientras que el grupo bajo muestra que no toda la población lo vivió de manera 

directa o con el mismo grado de afectación. Estos resultados confirman la naturaleza 

prolongada y compleja del conflicto, que alternó momentos de diálogo con episodios de 

violencia, afectando la vida social y económica de la región. Caviedes Rubio (2021) señala 

que los conflictos sociales con componente ambiental tienden a prolongarse cuando los 

procesos de concertación no logran consolidarse, generando impactos multidimensionales 

que trascienden lo económico y alcanzan lo político y lo comunitario. Así, la conflictividad 

en Tía María no puede entenderse únicamente como un rechazo puntual a la minería, sino 

como un fenómeno estructural vinculado a la desconfianza histórica entre comunidades, 

Estado y empresas extractivas. 

La Relación entre teoría y práctica en la gestión del conflicto: los resultados obtenidos en la 

dimensión de nivel de violencia y conflictividad evidencian que gran parte de la población 

percibió el conflicto en niveles moderados y altos, lo cual refleja que la gestión estatal no 

logró reducir significativamente la intensidad de la confrontación. Desde una perspectiva 

teórica, la gestión del conflicto plantea la necesidad de intervenciones preventivas, sostenidas 

y participativas, que permitan anticipar escenarios de violencia y canalizar las demandas 

sociales de forma institucionalizada. Sin embargo, la práctica en el caso de Tía María mostró 

una actuación más reactiva que preventiva, en la que la respuesta de la Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo se enfocó en la contención inmediata más que en la transformación 

estructural de las causas del conflicto. Esto revela la brecha entre lo que plantean los marcos 

normativos sobre mediación y lo que efectivamente perciben los actores sociales. En esta 

línea, Acacio (2024) sostiene que los conflictos socioambientales, al implicar recursos 

esenciales para las comunidades, se convierten en escenarios donde las políticas estatales 

resultan insuficientes si no se traducen en acciones concretas de protección de derechos y de 

inclusión de las demandas locales en la toma de decisiones, lo que explica la persistencia de 

tensiones en este caso. 
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En la para la institucionalidad del diálogo en el Perú: el análisis del cumplimiento de 

acuerdos y compromisos muestra que la mayoría de los encuestados lo percibió en un nivel 

moderado, reflejando la existencia de mesas de diálogo que no lograron consolidarse como 

instrumentos plenamente efectivos. Esta situación tiene implicancias directas para la 

institucionalidad del diálogo en el Perú, que requiere consolidar su legitimidad mediante el 

cumplimiento efectivo de compromisos y el monitoreo sostenido de resultados. En teoría, 

los espacios de concertación deberían constituirse en instancias permanentes de construcción 

de confianza entre Estado y sociedad, pero en la práctica, la percepción de incumplimiento 

erosiona la credibilidad institucional. En este sentido, Saccucci (2024) plantea que la 

construcción de sentidos en torno al territorio depende de la capacidad de las instituciones 

para sostener la palabra empeñada, pues el incumplimiento de acuerdos refuerza la idea de 

“territorios de sacrificio” en los que las comunidades sienten que sus intereses se subordinan 

a proyectos extractivos. Para el Perú, esto implica que la institucionalidad del diálogo debe 

ir más allá de la mera instalación de mesas, requiriendo mecanismos claros de transparencia, 

rendición de cuentas y seguimiento verificable, que reduzcan la percepción de simulación y 

fortalezcan la confianza en la gestión pública de los conflictos socioambientales. 

En las Limitaciones de la intervención estatal en contextos de desconfianza: los hallazgos en 

la dimensión de desarrollo de capacidades y estrategias preventivas muestran que un alto 

porcentaje de la población percibió estas acciones como moderadas o bajas, lo que revela la 

dificultad del Estado para consolidar programas de prevención en contextos marcados por la 

desconfianza histórica hacia la institucionalidad pública. En teoría, la prevención de 

conflictos demanda fortalecer liderazgos locales, capacitar a las comunidades y establecer 

canales de comunicación permanentes, de modo que los actores sociales perciban un 

acompañamiento real más allá de la coyuntura. Sin embargo, los resultados muestran que la 

Secretaría desplegó esfuerzos parciales, percibidos como insuficientes por gran parte de los 

actores involucrados. Luciano et al. (2024) advierten que la gestión socioambiental enfrenta 

limitaciones significativas cuando no está acompañada de mecanismos transparentes y 

participativos que otorguen legitimidad a la intervención estatal. En el caso de Tía María, la 

percepción de acciones preventivas débiles refuerza la idea de un Estado ausente o incapaz 

de responder de manera estructural a las demandas sociales, lo que perpetúa la resistencia 

comunitaria. Así, la falta de confianza se convierte en un obstáculo para cualquier iniciativa 

pública, debilitando la posibilidad de transformar el conflicto en un proceso de desarrollo 

sostenible compartido. 
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En las Reflexiones sobre la eficacia de la mediación pública: En la evaluación global de la 

actuación de la Secretaría, el predominio de percepciones moderadas (46.6 %) y la 

distribución equilibrada de opiniones entre niveles altos y bajos (26.7 % cada uno) 

evidencian que la mediación pública fue vista como un esfuerzo relevante, pero con 

resultados limitados. Teóricamente, la mediación busca generar espacios imparciales de 

diálogo que permitan a los actores encontrar soluciones consensuadas y sostenibles. Sin 

embargo, la percepción de eficacia depende no solo de la instalación de estos espacios, sino 

también de la capacidad del Estado para garantizar que los acuerdos tengan efectos reales y 

duraderos. Silva (2024) señala que los modelos de gestión pública en conflictos deben 

fortalecer tanto los tiempos de respuesta como la claridad de los protocolos, ya que la falta 

de ambos elementos reduce la credibilidad de la mediación y la confianza en la 

institucionalidad. En el caso de Tía María, aunque la mediación pública permitió reducir 

ciertos niveles de confrontación, no alcanzó a satisfacer plenamente las expectativas sociales, 

lo que la posiciona como un mecanismo útil, pero insuficiente si no se articula con políticas 

de desarrollo territorial, cumplimiento de compromisos y estrategias de prevención que 

consoliden la confianza a largo plazo. 

El caso Tía María muestra que la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo en la 

gestión de conflictos sociales ha sido limitada. Si bien se promovieron espacios de diálogo 

y se buscó contener la escalada de violencia, los resultados percibidos por los actores sociales 

revelan un cumplimiento parcial de compromisos, una insuficiente capacidad preventiva y 

una respuesta institucional que no logró satisfacer plenamente las expectativas ciudadanas. 

La persistencia del conflicto confirma que la actuación de la SGSD, aunque relevante, no 

alcanzó a transformar las causas estructurales de la confrontación ni a restablecer la 

confianza entre Estado y comunidad. Esto plantea la necesidad de fortalecer la 

institucionalidad del diálogo en el Perú, dotándola de mayor legitimidad, transparencia y 

capacidad de respuesta oportuna. Asimismo, se requiere avanzar hacia una gestión integral 

que combine prevención, inclusión y desarrollo sostenible, de modo que los conflictos 

socioambientales no se prolonguen indefinidamente y puedan resolverse en beneficio tanto 

de las comunidades como del país. 
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CAPÍTULO VI 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

CONCLUSIONES 

 

Primera.- La investigación permitió determinar que la eficacia de la Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo (SGSD) en el conflicto minero de Tía María fue percibida 

mayoritariamente como moderada (46.6 %), lo que evidencia que, si bien 

existieron esfuerzos por promover el diálogo y reducir la conflictividad, estos no 

alcanzaron a consolidar resultados definitivos ni sostenibles en el tiempo. La 

gestión fue relevante en ciertos momentos de tensión, pero insuficiente para 

transformar las causas estructurales del conflicto. 

 

Segunda.- Al evaluar la actuación de la SGSD en el conflicto, se identificó una percepción 

dividida entre los actores sociales: un sector la valoró de forma positiva (26.7 % 

alto), reconociendo la apertura de espacios de diálogo; mientras que otro la 

calificó como ineficaz (26.7 % bajo), al no observar cumplimiento de acuerdos 

ni impactos visibles. Esto refleja una polarización de percepciones que limita la 

credibilidad institucional y evidencia una brecha entre las expectativas 

ciudadanas y la práctica estatal. 

 

Tercera.- El nivel de eficacia de la SGSD se explicó en función de tres aspectos centrales: 

el cumplimiento parcial de compromisos (50 % moderado), la respuesta 

institucional lenta o insuficiente y la escasa capacidad preventiva (46.7 % 

moderado y 30 % bajo). Estos resultados confirman que la actuación de la 

entidad fue más reactiva que anticipatoria, logrando mitigar temporalmente la 

conflictividad, pero sin consolidar un modelo de gestión integral que prevenga 

la escalada de tensiones. 

 

Cuarta.- Entre los mecanismos implementados por la SGSD se identificaron principalmente 

las mesas de diálogo, los monitoreos de compromisos y las capacitaciones 

comunitarias. No obstante, estos fueron percibidos como parciales e 

insuficientes, ya que no garantizaron un seguimiento sostenido ni una inclusión 

plena de las comunidades campesinas en la toma de decisiones. En consecuencia, 

aunque se desplegaron herramientas de mediación pública, su alcance y 
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efectividad fueron limitados para responder a la magnitud y persistencia del 

conflicto de Tía María. 
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RECOMENDACIONES 

 

 

 

Primera.- Se recomienda que la Secretaría de Gestión Social y Diálogo (SGSD) fortalezca 

su capacidad institucional mediante la implementación de protocolos claros y 

transparentes de intervención, así como una mayor celeridad en la respuesta frente 

a escenarios de conflictividad. Esto permitirá que su eficacia no solo sea percibida 

como moderada, sino que logre consolidarse en resultados sostenibles y visibles 

para las comunidades. 

 

Segunda.- Para superar la polarización en la evaluación de su actuación, la SGSD debería 

diseñar y aplicar estrategias de comunicación inclusivas, que permitan 

mantener informados a los distintos actores sociales sobre los avances y 

limitaciones del proceso. De esta manera, se reduciría la desconfianza y se 

incrementaría la legitimidad del Estado en la conducción de los procesos de 

diálogo. 

 

Tercera.- Con el fin de mejorar el nivel de eficacia, se recomienda que la SGSD incorpore 

mecanismos de prevención temprana de conflictos, orientados a la capacitación en 

derechos, el fortalecimiento de liderazgos locales y la educación en gestión 

comunitaria. Estas acciones deben priorizarse antes de que la conflictividad 

alcance niveles altos, evitando que la gestión estatal se limite a un rol reactivo. 

 

Cuarta.- Finalmente, se propone que los mecanismos implementados —como las mesas de 

diálogo y el monitoreo de compromisos— se acompañen de planes de seguimiento 

verificables y de una mayor participación de las comunidades campesinas en la 

toma de decisiones. Solo a través de procesos inclusivos, transparentes y 

sostenidos será posible transformar los conflictos en oportunidades de desarrollo 

territorial y confianza mutua. 
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Anexo 1.. Matriz de consistencia 
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¿Cuál fue la 

eficacia de la 

Secretaría de 

Gestión 

Social y 

Diálogo en el 

conflicto de 

Tía María? 

 

Objetivos específicos 

Evaluar la actuación por 

parte de la secretaría de 

Gestión Social y diálogo 

en el conflicto minero Tía 

María. 

Explicar el nivel de 

eficacia de la Secretaría 

de Gestión Social y 

Diálogo en el conflicto 

social y minero. 

Identificar los 

mecanismos 

implementados por parte 

de la Secretaría de 

Gestión Social y Diálogo 

en el conflicto minero de 

tía María. 

población del Valle de Tambo y la 

empresa Southern Copper 
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valle. 
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Anexo 2. Validación por expertos 
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Anexo 3. Instrumentos de recolección de datos 

Cuestionario sobre Conflictos Sociales (Caso Tía María, 2024) 

El presente cuestionario corresponde a la investigación titulada: “Eficacia de la actuación 

de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la Presidencia del Consejo de Ministros en 

los conflictos sociales, caso Tía María, 2024”. El objetivo de este instrumento es recopilar 

información acerca de la percepción de los participantes respecto al nivel de violencia y 

conflictividad, el número de protestas y manifestaciones, así como los impactos económicos 

y sociales generados en el marco del conflicto minero Tía María. 

 

Dimensión 1: Nivel de violencia y conflictividad 1 2 3 4 5 

1. Las protestas relacionadas al caso Tía María presentaron un alto 
nivel de violencia. 

     

2. Los enfrentamientos físicos entre manifestantes y fuerzas del orden 
fueron frecuentes. 

     

3. Durante las protestas se registraron casos de lesiones graves.      

4. Hubo presencia de armas en las manifestaciones.      

5. Las consecuencias físicas para los actores involucrados fueron 

graves. 

     

6. La tipología de las protestas fue principalmente violenta.      

7. Los niveles de violencia afectaron la percepción ciudadana sobre el 

conflicto. 

     

Dimensión 2: Número de protestas y manifestaciones 1 2 3 4 5 

8. Se realizaron numerosas protestas en la localidad durante el 
conflicto. 

     

9. Las protestas se concentraron en determinados periodos del año.      

10. El número de manifestaciones aumentó con el tiempo.      

11. Las protestas fueron planificadas de manera organizada.      

12. Los mismos actores participaron de manera continua en las 
protestas. 

     

13. Las protestas registradas tuvieron una duración prolongada.      

14. Las manifestaciones fueron documentadas por medios de 

comunicación o instituciones. 

     

Dimensión 3: Impacto económico y social 1 2 3 4 5 

15. El conflicto afectó de manera negativa la actividad agrícola en la 
zona. 

     

16. El nivel de desempleo en la región aumentó debido al conflicto.      

17. La actividad comercial se redujo significativamente durante las 
protestas. 

     

18. El turismo local fue afectado negativamente por el conflicto de Tía 
María. 

     

19. Las pérdidas económicas fueron significativas para la población 
local. 

     

20. El bienestar social se deterioró tras las protestas.      

21. La calidad de vida de las familias en la comunidad se redujo como 
consecuencia del conflicto. 
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Cuestionario sobre la Actuación de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la PCM 

 

Este cuestionario forma parte de la misma investigación y tiene como propósito recabar 

información sobre la eficacia de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo en el manejo del 

conflicto minero de Tía María. El instrumento indaga sobre aspectos como la respuesta 

institucional frente al conflicto, el cumplimiento de acuerdos y compromisos, y el desarrollo 

de capacidades y estrategias de prevención implementadas en la zona de influencia. 

 

El análisis de las respuestas permitirá evaluar la percepción ciudadana acerca de la 

intervención estatal y reflexionar sobre la eficacia de la mediación pública en contextos de 

conflictividad social. Se garantiza la confidencialidad de la información brindada y el 

anonimato de los encuestados. Se solicita contestar cada pregunta con sinceridad, 

seleccionando la alternativa que mejor exprese su valoración sobre la actuación de la 

Secretaría. 

 

Dimensión 1: Respuesta institucional de la Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo 
1 2 3 4 5 

1. La Secretaría respondió en un tiempo adecuado frente al conflicto de 

Tía María. 

     

2. La institución mostró flexibilidad en la búsqueda de soluciones.      

3. Se emplearon herramientas de resolución alternativa de conflictos 

(mediación, conciliación). 

     

4. Existieron protocolos claros y transparentes para la gestión del 
conflicto. 

     

5. La Secretaría mostró adaptabilidad ante los cambios en el desarrollo 

del conflicto. 

     

6. La respuesta institucional fue suficiente para contener los niveles de 
violencia. 

     

7. La comunicación de la Secretaría con la población fue oportuna y 

clara. 

     

Dimensión 2: Cumplimiento de acuerdos y compromisos 1 2 3 4 5 

8. Se instalaron mesas de diálogo como mecanismo de solución del 

conflicto. 

     

9. La Secretaría realizó un adecuado monitoreo de los compromisos 

asumidos. 

     

10. La gestión del diálogo generó satisfacción en la comunidad.      

11. Los acuerdos alcanzados fueron cumplidos de manera efectiva.      

12. Se evaluaron los impactos de las decisiones tomadas en las mesas 
de diálogo. 

     

13. La Secretaría mantuvo transparencia en el seguimiento de los 
compromisos. 

     

14. Los compromisos asumidos fortalecieron la confianza entre el 
Estado y la población. 

     

Dimensión 3: Desarrollo de capacidades y estrategias de prevención 1 2 3 4 5 

15. Se promovieron capacitaciones en resolución de conflictos para la 
comunidad. 

     

16. La Secretaría fortaleció liderazgos locales para la gestión de 
conflictos. 
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17. Se impulsó la educación en derechos humanos y ciudadanía en la 
zona. 

     

18. Se crearon espacios de diálogo permanente para prevenir nuevos 

conflictos. 

     

19. La Secretaría fomentó la participación comunitaria en la toma de 
decisiones. 

     

20. Se brindaron herramientas para que la población gestione futuros 
conflictos de manera pacífica. 

     

21. Se aplicaron estrategias preventivas para evitar la reactivación del 
conflicto. 
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